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PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 107  

DE 2013 CÁMARA
por medio de la cual se -

 
y se 

Bogotá, D. C., mayo de 2015
Doctor
FABIO RAÚL AMÍN SALEME
Presidente
Honorable Cámara de Representantes
Ciudad.
Respetado señor Presidente:
Atendiendo la designación de la Honorable Mesa 

Directiva de la Comisión Séptima Constitucional Per-
manente, rindo ponencia para segundo debate al Pro-
yecto de ley número 107 de 2013 Cámara, por medio 
de la cual se -

se 

OBJETO DEL PROYECTO
Según la exposición de motivos, el proyecto de ley 

tiene por objeto 
-

-

-

MARCO JURÍDICO
El artículo 25 de la Constitución Política, frente al 

derecho al trabajo expresa:

-

A su vez, el artículo 42 de la Constitución Política 
establece que:

-

-
-

-
e 

El Convenio 30 de 1930, adoptado en la reunión 14 
de la Organización Internacional del Trabajo celebrada 
en Ginebra, relativo a la reglamentación de las horas de 

“Artículo 3°.

“Artículo 4°. -
-

Respecto a la jornada máxima legal, el Código Sus-
tantivo del Trabajo establece lo siguiente:

“Artículo 158. Jornada ordinaria. -
o a 

“Artículo 161. Duración.

-
-
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-

-
-
-

. 

-
o -

-

-
-
-

-
-

-

-
 

“Parágrafo. -
-

Artículo 486. Atribuciones y sanciones. 

“l. 

-

-

-

-

-
-

-

-

-
-

 7° de la 

-

-

-
-

“3. Las resoluciones de multas que impongan los 
funcionarios del Ministerio del Trabajo prestarán mé-
rito ejecutivo. De estas ejecuciones conocerán los jue-
ces del trabajo conforme al procedimiento especial de 
que trata el Capítulo 6 del Código de Procedimiento del 
Trabajo”. La reforma propuesta desde la órbita cons-
titucional corresponde al desarrollo legislativo de los 
artículos 8° y 72 que señalan:

“Artículo 8°. -

“Artículo 72.
-

-
-

Y en cuanto al trámite que se adelanta, se atiende 
lo señalado en el artículo 150 numeral primero que 
dispone:

“Artículo 150.
-

Así mismo, la Ley 5ª de 1992 o Reglamento del 
Congreso en su Capítulo VI, artículos 139 y siguientes 
señala el trámite legislativo ordinario.
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LA CALIDAD DEL EMPLEO EN COLOMBIA
Cuando se trata el tema de la calidad en el empleo 

son muchas las variables que pueden influir en la de-
finición de un “empleo de calidad”. Algunas de ellas 
están más orientadas hacia las expectativas que tiene 
el trabajador con respecto a las condiciones en que 
desarrolla su actividad laboral, mientras que otras 
pretenden dejar a un lado estas expectativas para 
capturar las condiciones mínimas que debe tener un 
empleo para considerarse de buena calidad. En este 
sentido a las primeras se les adjudica el rótulo de ca-
racterísticas subjetivas del empleo y a las segundas 
el de objetivas.1

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) 

de “trabajo decente” como “trabajo productivo en Con-
diciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad, en 
el cual los derechos son protegidos y que Cuenta con 
remuneración adecuada y protección social”.2

En otras declaraciones este mismo Organismo ha se-
ñalado que un empleo de calidad debe enfocarse hacia 
cuatro objetivos:

“a) La promoción de los derechos laborales;
b) La promoción del empleo;
c) La protección social contra las situaciones de vul-

nerabilidad, y
d) El fomento del diálogo social”.
Tenemos entonces que el concepto de calidad en el 

determinan la capacidad del empleo de satisfacer cier-
tas necesidades comúnmente aceptadas.

LA REFORMA PROPUESTA

de trabajo de los trabajadores del comercio y se enca-
mina a reconocer la compatibilidad entre la actividad 
laboral y la vida familiar del trabajador, además de 
asegurar las jornadas de trabajo de los dependientes 
del comercio durante los periodos de alto consumo 
que se extiendan dentro de los límites legales los días 
24 y 31 de diciembre permitiendo a los trabajadores 
del sector compartir las festividades de navidad y año 
nuevo junto a sus familias, asegurando de esta manera 
una conciliación entre la actividad laboral y la vida 
familiar.

ANTECEDENTES
El Proyecto de ley número 107 de 2013 Cámara, fue 

presentado ante la Secretaría General de la honorable 
Cámara de Representantes por el Representante a la Cá-
mara Laureano Augusto Acuña Díaz el día 26 de sep-
tiembre del año 2013 y fue publicado en la Gaceta del 
Congreso número 779 de 2013, enviado por su objeto 
a la Comisión Séptima de Cámara donde fueron desig-
nados ponentes para primer debate, se presentó la res-
pectiva ponencia, se discutió y posteriormente se apro-
bó por parte de la Comisión Séptima de la honorable 
Cámara de Representantes el día 25 de marzo de 2014.
1 SOMARRIBA, Noelia, RAMOS Guadalupe, MERINO, 

María y NEGRO, Ana. (2007). “Un análisis de la calidad 
en el empleo y la satisfacción laboral: Un estudio para 
Castilla y León”. Revista Universitaria de Ciencias del 
Trabajo, ISSN 1576-2904, N° 8, págs. 301-320.

2 OIT. (1999). Trabajo decente, Memoria del Director Ge-
neral a la 87a Reunión de la Conferencia Internacional 
del Trabajo (Ginebra, OIT).

El texto aprobado en la Comisión Séptima es el si-
guiente:

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 107  

DE 2013 CÁMARA
 
 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Los trabajadores y trabajadoras depen-
dientes del comercio formal con responsabilidades fami-
liares tendrán derecho, dentro de la jornada semanal de 

-
rante los siete días anteriores a las festividades de Navi-
dad y Año Nuevo y será de máximo diez (10) horas dia-
rias sin lugar a ningún recargo por trabajo suplementario.

Parágrafo 1°. Los trabajadores y trabajadoras a que 

trabajen en restaurantes, clubes y discotecas, en ningún 
caso trabajarán más allá de las 22 horas entre el séptimo 
y el primer día anteriores a la Navidad y el Año Nuevo. 
Tampoco lo harán más allá de las 21 horas del día 24 y 
31 de diciembre.

Parágrafo 2°. A efectos de la presente ley se entien-
de por responsabilidades familiares tener a cargo hijos 
menores de 18 años, o mayores con discapacidad o dis-
minución física, mental, intelectual o sensorial a largo 
plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan 
impedir su participación plena y efectiva en la socie-
dad, en igualdad de condiciones con las demás, a quie-
nes además se deba prestar atención de cuidado para 
garantizar su desarrollo armónico e integral.

Artículo 2°. El desconocimiento a lo dispuesto en la 
-

cios tributarios y con multa de 10 smmlv, por cada tra-
bajador afectado con la infracción. Sanción que deberá 
imponer la DIAN y el Ministerio del Trabajo.

Artículo 3°. Dada su naturaleza y sentido histórico, 
el 1° de mayo de cada año, día nacional del trabajo, 
tendrá carácter de obligatorio e irrenunciable, para to-
dos los trabajadores y trabajadoras, incluidos los depen-
dientes del comercio formal.

Artículo 4°. Esta ley rige a partir de su sanción y 
promulgación.

CONSIDERACIONES ACERCA  
DE LA INICIATIVA

-
no impone procesos económicos, sociales y políticos 
más dinámicos que requieren de condiciones laborales 

comercio que abandona el comercio formal por regla-
mentaciones que no se ajustan a las necesidades que 
van generando las relaciones comerciales hoy en día, 
son ocupados por la informalidad.

Estas exigencias competitivas deben encontrar eco 

reclama y que es inherente al comercio formal para las 
épocas decembrinas, periodo del año en que el comer-

la economía sino que impacta notablemente en los indi-
cadores de empleo formalizado.

laboral de los empleados formales en épocas de alta 
demanda requiere tomar en cuenta todos los factores 
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entre el factor económico y el factor social evitando así 
los impactos negativos en cuanto a la generación de 
empleo y el crecimiento de la economía.

Así, de acuerdo con la época actual y la dinámica 
comercial que exige el contexto en el cual se desarro-
lla la economía formal cualquier transformación debe 

-
bajadores y la realidad económica del sector comercio.

En otras palabras, no podemos perder de vista que el 

año, cumple un papel vital en la dinámica del comercio 
colombiano, ya que la demanda que se debe satisfacer 

-
bilidad en cuanto a las relaciones laborales de patronos 
y empleados del sector comercio.

En este sentido, el trabajo formal que se genera para 
-

les y adecuadas condiciones para satisfacer la demanda 
del comercio y para que estos empleados se desarrollen 
adecuadamente en sus esferas familiares y sociales.

Además, si tenemos en cuenta que la demanda comer-

no va a cambiar estaríamos frente a un desmejoramiento 
de estos empleados pues este sector que abandona el co-
mercio formal sería ocupado por trabajadores informales 
quienes laboran en unas condiciones que de ninguna ma-
nera se podrían equiparar con el trabajo formal.

En aras de contribuir a una discusión acertada sobre 
esta iniciativa, a continuación se presentan algunos 
cálculos que aporta el sector del comercio formal 
agremiado y que nos permiten evaluar el impacto 
económico de la iniciativa.

Una de las primeras conclusiones es que, actualmen-
te se vende cerca de un billón de pesos y se recaudan 
casi 120.000 millones de pesos en impuestos en la tem-

-
tadas con la aprobación de la iniciativa.

-
-

absorbida por el comercio informal.

En conclusión, la iniciativa aunque loable, implica 
una reducción de la fuerza de trabajo y ampliación de 
la informalidad lo que supone una serie de condiciones 
precarias para los trabajadores en lo relacionado con la 
estabilidad y las buenas condiciones físicas donde des-
empeñan su trabajo.

PROPOSICIÓN
Con base en las consideraciones que anteceden, me 

permito proponer a la plenaria de la Honorable Cáma-
ra de Representantes, archivar en segundo debate el 
Proyecto de ley número 107 de 2013 Cámara, por 

Cordialmente,

Bogotá, D. C., 12 de mayo de 2015
Doctor
VÍCTOR RAÚL YEPES FLÓREZ
Secretario Comisión Séptima
Ciudad.
Asunto: Adhesión a ponencia de archivo del Pro-

yecto ley número 107 de 2013 Cámara.
Apreciado doctor Yepes:
Con la presente me permito informarle que me ad-

hiero a la ponencia para primer debate presentada por el 
honorable Representante Cristóbal Rodríguez Hernán-
dez al Proyecto de ley número 107 de 2013 Cámara, 

-
 Autor honorable Representante 

Laureano Augusto Acuña Díaz.
Cordial saludo,

SUSTANCIACIÓN AL PROYECTO DE LEY NÚ-
MERO 107 DE 2013 CÁMARA

-

El Proyecto de ley número 107 de 2013 Cámara fue 
radicado en la Comisión el día 2 de octubre de 2013. La 
Mesa Directiva de esta Comisión designó como ponen-
tes para primer debate del proyecto de ley en mención a 
los honorables Representantes Martha Cecilia Ramírez 
Orrego, Amanda Ricardo de Páez y Juan Manuel Valdés 
Barcha.

El proyecto en mención fue publicado en la Gaceta 
del Congreso número 779 de 2013 y la ponencia para 
primer debate de Cámara, en la Gaceta del Congreso 
número 1039 de 2013. El Proyecto de ley número 107 
de 2013 Cámara fue anunciado en la sesión del día 18 
de marzo de 2014 según Acta número 15.

En la Sesión Ordinaria de la Comisión Séptima 
Constitucional Permanente de la honorable Cámara de 
Representantes del día 25 de marzo de 2014, de confor-
midad con las prescripciones constitucionales y legales, 
especialmente las contenidas en la Ley 5ª de 1992 (Re-
glamento del Congreso), se dio inicio a la discusión del 
Proyecto de ley número 107 de 2013 Cámara, por 
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 Autor honorable Representante 
Laureano Augusto Acuña. En esta sesión, es aprobada 
por unanimidad la proposición con que termina el in-
forme de ponencia por los honorables Representantes.

La Presidencia de la Comisión somete a conside-
ración y aprobación el articulado del Proyecto de ley 
número 107 de 2013 Cámara que consta de 4 artículos 
los cuales fueron aprobados en bloque por unanimidad.

Posteriormente se somete a consideración el título 
de la iniciativa el cual fue aprobado de la siguiente ma-
nera 

 con votación positiva 
de los honorables Representantes.

Igualmente el Presidente pregunta a los honorables 
Representantes si quieren que este proyecto de ley tenga 

-
signados como ponentes para segundo debate los hono-
rables Representantes Martha Cecilia Ramírez Orrego, 
Amanda Ricardo de Páez y Juan Manuel Valdés Barcha.

La Secretaría deja constancia que este proyecto de ley 
fue votado por la mayoría que la ley establece. La relación 
completa de la aprobación en primer debate del Proyecto 
de ley número 107 de 2013 Cámara, por medio de la 

-
-

 Consta en el Acta número 16 del (25-03-2014) veinti-
cinco de marzo de dos mil catorce de la Sesión Ordinaria 
del Segundo Periodo de la Legislatura 2013-2014.

Los anteriores ponentes no fungen como Repre-
sentantes a la Cámara, luego fueron designados como 
ponentes para segundo debate los honorables Repre-
sentantes Cristóbal Rodríguez Hernández y Fabio Raúl 
Amín Saleme, quienes radicaron ponencia de archivo.

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DE-

BATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 217  
DE 2014 CÁMARA, 107 DE 2013 SENADO

 

Bogotá, D. C.,
Doctores
JAIME BUENAHORA FEBRES
Presidente Comisión Primera
NEFTALÍ SANTOS RAMÍREZ
Vicepresidente
Cámara de Representantes
Ciudad

Respetado Presidente:
En cumplimiento del encargo impartido por la mesa 

directiva, nos permitimos presentar el informe de po-
nencia para segundo debate del Proyecto de ley nú-
mero 217 de 2014 Cámara, 

.
1. OBJETO DE LA INICIATIVA
Esta iniciativa tiene como objeto

inclusión del feminicidio como tipo penal autónomo 
en el Código Penal Colombiano, generando un cambio 
trascendental en la Política Criminal y respondiendo 
efectivamente a un clamor de la sociedad que requiere 
mecanismos efectivos de protección a la mujer cuando 
resultan víctimas por el solo hecho de su condición fe-
menina. Así mismo permite generar lineamientos claros 
y precisos para la ejecución de los procesos de inves-
tigación, juzgamiento y sanción de esta conducta que 
afecta no solo a la víctima directa, sino a su familia y 
su entorno social, generando un impacto en la vida, la 
integridad y la seguridad personal de las mujeres que 
resulta ser el bien jurídico protegido con la inclusión de 
este tipo penal en el ordenamiento jurídico, para com-
batir todas las formas de violencia en lo social, lo eco-
nómico, lo cultural, lo jurídico y lo político.

2. EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
a) Marco constitucional nacional y supranacional
Este proyecto de ley se fundamenta en el artículo 

13 Constitucional que consagra: “Todas las personas 
nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los 
mismos derechos, libertades y oportunidades sin nin-
guna discriminación por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 

El artículo constitucional está directamente vincu-
lado al artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, que prescribe: “Todas las personas 
son iguales ante la ley y tienen derecho sin discrimina-
ción a igual protección de la ley. A este respecto, la ley 
prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las 
personas protección igual y efectiva contra cualquier 
discriminación por motivos de raza, color, sexo, idio-
ma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, 
origen nacional o social, posición económica, naci-
miento o cualquier otra condición social”.

Se deriva de la literalidad el derecho a no ser discri-
minado, a no ser objeto de tratos desiguales de forma 

-
noritarios y/o vulnerables. En esta materia el Congreso 
de la República ha avanzado con la expedición de la 
Ley 1482 de 2011, conocida como Ley Antidiscrimi-
nación.

La Directora para América Latina y el Caribe de la 
Campaña del Secretario General de las Naciones Uni-

-
jeres, Nadine Gasman en la presentación del informe, 
expresó:

“L -

-
-

-



Página 6 Viernes, 22 de mayo de 2015 GACETA DEL CONGRESO  322

-
-

-

-

es un medio para visibilizar la violencia extrema que se 
ejerce contra las mujeres por el hecho de serlo, tal como 
se hizo en su momento con la violencia doméstica, aun-
que se sigan presentando episodios muy impactantes de 
esta tipología violenta, sin embargo es un avance tras-
cendental para lograr desarraigar estas conductas, o que 
por lo menos exista un juicio de reproche generalizado 
respecto de los agentes y una solidaridad frente a las 
víctimas, con la consecuente exigencia institucional de 
un trato adecuado y oportuno por parte del aparato es-
tatal.

De igual manera observamos que en el marco del 
informe sobre la Regulación del delito de Femicidio/
Feminicidio en América Latina y El Caribe para la 
Campaña del Secretario General de las Naciones Uni-

contra las mujeres la autora2 

-

-

-

-

-

-

-
1 GARITA, Ana Isabel, La regulación del delito de Femi-

cidio/Feminicidio en América Latina y el Caribe.
2 Ibídem.
3 Estos métodos no tienen siquiera parangón con aquellos 

que se utilizaban contra el enemigo en los combates del 
enfrentamiento armado interno. Guatemala Memorias 
del Silencio. Informe de la Comisión para el Esclareci-
miento Histórico. Tomo VII, pág. 25. Guatemala, 1999.

Frente a la problemática que se registró en Guate-
mala, Ana Isabel Garita puntualizó:

-
-

-

Es por ello que a nivel global se exige una actitud 
positiva de los Estados, quienes al enfrentarse a situa-
ciones de violencia generalizada y arraigada en sus 
sociedades, bajo la mirada inquisitiva de las organiza-
ciones sociales que exigen el cumplimiento de las obli-
gaciones internacionales adquiridas, correspondiendo a 
las demandas sociales de prevención y erradicación de 
todo tipo de violencia contra la mujer.

Desde 1979, la Asamblea General de las Naciones 
Unidas aprobó la Convención sobre la Eliminación de 
todas las formas de Discriminación contra la Mujer (en 
adelante CEDAW), donde coincidieron en establecer la 
obligación para todos los Estados Parte, de tomar una 
serie de medidas y acciones dirigidas a lograr la plena 
igualdad del hombre y la mujer en todos los aspectos 
sociales y en general a la satisfacción de otras necesida-
des en igualdad de condiciones, generando una equiva-
lencia material entre ambos géneros.

En palabras del representante de Solidaridad Inter-

feminicidio, concluye:

-

-

-

-
-

-

-

Acogiendo la tesis del Instituto de las Mujeres del 
Distrito Federal de México, el Feminicidio es una con-
ducta que se ejerce 
4 Op.cit. Garita, Ana Isabel.
5 DADOR TOZZINI Ma. Jennie, Historia de un Debate 

Inacabado La Penalización del Feminicidio en el Perú- 
http://www.upc.edu.pe/sites/default/files/page/file/
fuente_1_para_el_examen_de_pdn_del_26_de_mayo_
del_2013_-_leer_todo_el_documento.pdf - consultado 
en línea el 23 de agosto de 2014.
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-

-
-

-

-

-

-
-

-

-

Si bien es cierto son notables los hechos positivos de 
promoción y protección de los Derechos Humanos en 
Colombia; no es menos cierto que las mujeres siguen 
padeciendo los efectos de la discriminación, la exclu-
sión y todas las formas de violencia por la razón de su 
género, de su condición social, de su etnia y de su edad. 
La realidad es que las mujeres siguen muriendo a ma-
nos de sus parejas, exparejas, familiares, amigos, en la 
casa, en la calle, por el solo hecho de ser mujeres.

Casos como los de Rosa Elvira Cely y Yanira Rojas 
Ramírez en el 2012, dieron lugar a una movilización 
social entorno a estos hechos reprochables contra las 
mujeres, sin embargo, no se tienen las herramientas ju-

manera efectiva, logrando no solo el sometimiento a 
la justicia del responsable, sino una atención integral 
y oportuna a la víctima y/o su entorno familiar, como 
medida de reparación.
6

Conceptos Relacionados”. En Diana E. Russell y Rober-
ta A. Harmes (Eds.) Feminicidio: una perspectiva global.

7 Monárrez Fragoso, Julia 2005. “Feminicidio sexual sisté-
mico: víctimas y familiares, Ciudad Juárez, 1993-2004”, 
México. Universidad Autónoma Metropolitana Unidad 
Xochimilco, División de Ciencias Sociales y Humanida-
des, Doctorado en Ciencias Sociales, pp. 91-92.

En noviembre de 2013 la Revista  publicó 
un informe titulado CIFRAS DE VIOLENCIA CON-
TRA LA MUJER EN COLOMBIA, por medio del cual 
“

Se transcribe el informe textualmente, teniendo en 
cuenta la compilación y precisión de los datos ya que no 

información que nos ocupa:
-
-

-
-

(Se citan estas dos temáticas que son las 
que más se ajustan a la problemática a tratar).

¿Qué sucede con las mujeres en su vida cotidiana?

-
-

-

-

-

-

-

-

-
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-
-
-

-

-
-

-

-

-

-
-

-

-

-

-
mado colombiano?

-

-

-

-
-

-

-

-

-

-

-

-
-

-

-
-

-
-

-
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-

° de la 
-
-

-

La presentación anterior, nos enfrenta a una reali-
dad colombiana que requiere de esfuerzos unívocos a 

-
cribir instrumentos internacionales ha adquirido una 
serie de obligaciones que requieren el cambio en los 
patrones socioculturales de conducta de hombres y mu-
jeres y desaparecer de todos los escenarios los criterios 
negativos de inferioridad o superioridad de cualquiera 
de los sexos o exclusiones estereotipadas de hombres 

-
tiva consagrada constitucionalmente, en cumplimiento 
del artículo 4° de la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mu-
jer (CEDAW).

Considerar el feminicidio como un homicidio más 
o como un mero crimen pasional, que incluso podría 
enmarcarse en causales eximentes de responsabilidad, 

de violencia que a diario se perpetran contra la vida e 
integridad de las mujeres.

Por otra parte, el hecho de dar entidad al tipo pe-
nal de feminicidio pretende generar un cambio en los 
operadores judiciales y demás intervinientes en el pro-
ceso, logrando una manifestación positiva de cara a la 
víctima, logrando que sus decisiones y providencias 
correspondan a las características especiales del hecho 
delictivo y minimizando la impunidad en estos casos.

Para Ana Carcedo y Montserrat Cabañas9 la expre-
sión feminicidio es útil toda vez “

-

-
Estas posiciones enquistadas en la sociedad, 

desconocen la verdadera dimensión del problema, la 
situación crítica a la que se ven avocadas las víctimas, 
la responsabilidad de los hombres y de la comunidad en 
general al permanecer inertes.
8 REVISTA SEMANA, http://www.semana.com/nacion/

articulo/cifras-de-la-violencia-contra-la-mujer-en-co-
lombia/366030-3 25 de noviembre de 2013 -consultado 
en línea-  21 de agosto de 2014.

9 CARCEDO Cabañas, Ana y RODRÍGUEZ Sagot, 
Montserrat. ¿Feminicidio en Costa Rica. Balance Mor-
tal? En Medicina Legal en Costa Rica. Volumen 19, He-
redia, 2002. Ver: www.sielo.sa.cr.

De esta forma, los hechos sistemáticos y constantes 
que terminan en muerte de las mujeres en Colombia, así 
como la violación, el maltrato físico y emocional, los 
actos sexuales abusivos, la pornografía, la explotación 
sexual, la esterilización o la maternidad forzada, entre 
otras, son distintas expresiones de la opresión hacia las 
mujeres y no fenómenos aislados, por ello el concepto 
de feminicidio permite también hacer conexiones en-
tre estas variadas formas de violencia y la muerte de 
una mujer, convirtiéndose ésta en feminicidio. Es así 
que cuando nos enfrentamos a la manifestación más ex-
trema de violencia contra la mujer se puede hablar de 
feminicidio.

Para la académica, antropóloga e investigadora 
mexicana, representante del feminismo latinoamerica-
no, María Marcela Lagarde inspiradora de esta inicia-
tiva en ese país y modelo para Latinoamérica, el hecho 

-

-

.
El feminicidio surge debido a condiciones intrínse-

cas de una sociedad que históricamente generan o per-
miten prácticas constitutivas de amenazas y violaciones 
a la vida, la salud, la integridad, la dignidad y la liber-
tad de las mujeres; independientemente del agente que 
las provoque sea conocido o desconocido, actuando de 
manera individual o en grupo, que conduce indefecti-
blemente a la muerte cruel de las víctimas, situación 
que es común en diferentes países, de acuerdo con los 
estudios realizados.

Frecuentemente, aunado a la conducta, el crimen se 
concreta por la inacción de la justicia frente a las de-
mandas de una vida libre de violencia, de acceso a la 
justicia, de seguridad en la casa, en el trabajo, en la calle 
y en el espacio de lo público y político; la falta de repro-
che social tiende a naturalizar, o por lo menos minimi-
zar, ciertas conductas que ponen en riesgo la integridad 
física y emocional de las mujeres. De ahí que el femi-
nicidio tiene ocasión cuando el Estado no da garantías 
a las mujeres y no crea condiciones de seguridad para 
sus vidas, más aún, cuando las autoridades no realizan 

atención, protección y sanción11.
La incorporación del feminicidio en el ordenamien-

-
mo en la Política Criminal y en el Estatuto Penal colom-
biano, da herramientas positivas a las autoridades para 

tanto es un avance en el cumplimiento de las obligacio-
nes contraídas por el Estado colombiano a nivel inter-
nacional y armoniza la legislación con los protocolos 

mujeres. También constituye una forma de reparación y 
de garantía de no repetición fortaleciendo los mecanis-
mos de acceso a la justicia y de atención especializada 
a las víctimas.
10 LAGARDE y de los Ríos, Marcela. Femicidio. Confe-

rencia en la Universidad de Oviedo, 12 de enero de 2006. 
Ver: www.ciudaddemujeres.com

11 Ibídem.
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ordenamiento penal colombiano reconociendo y prote-
giendo de manera efectiva los derechos de la mujer, así 
como el acceso a la justicia con la celeridad y el com-
promiso institucional que requieren tales violaciones, y 
que las víctimas encuentren en las autoridades el apoyo 
libre de cualquier cuestionamiento o trato discriminato-
rio, por su condición femenina.

-
ta, permite que se invisibilicen una serie de hechos que 
resultan ser continuos y sistemáticos contra la integri-
dad y la vida de las mujeres. En Colombia, la muerte 
dolosa de la mujer por el simple hecho de ser mujer, 

-
ferente a la del homicidio, es por esto que surge la ini-

autónomo, imponiéndole una pena acorde con la situa-
ción fáctica esto es igual a la del homicidio agravado 
artículo 104 de la Ley 599 de 2000, teniendo en cuenta 
la particularidad de los ataques hacia ellas, por su con-
dición de ser mujeres.

Esto requiere un trabajo conjunto y coordinado de 
las instituciones en particular aquellas que estarán a 
cargo de la atención a las víctimas y de la judicializa-
ción de los responsables, así como de un proceso de 
capacitación y sensibilización para ofrecer un mejor 
servicio de administración de justicia, con una visión 
de género. Pero debe partir del legislador el estableci-
miento de las directrices para el abordaje de la temática 

Hay que resaltar que los hechos violentos contra las 
mujeres y en particular los asesinatos en razón y por 
causa de su condición, se han incrementado con el co-
rrer de los tiempos en Colombia y el mundo, resultando 
un problema reiterado y sistemático, casos como los 
de ataques con ácido, los actos sexuales abusivos, el 
maltrato físico y psicológico evidenciando de parte del 
agresor una posición dominante y de superioridad, así 

agresor, de inferioridad y sumisión.
Otro elemento que se presenta en Colombia y que 

diferencia esta problemática a la evidenciada en resto 
del mundo, es que ante la persistente situación de vio-
lencia, que favorece y genera impunidad frente a las 
violaciones de derechos humanos, ubica a las mujeres 
en un estado de vulnerabilidad mayor, sobre todo aque-
llas que directamente han tenido que soportar directa-
mente el impacto de la guerra, por lo que se requiere un 
análisis consciente y preciso que se ajuste a las particu-
laridades en que se desarrolla la sociedad colombiana.

El tipo penal propuesto en este proyecto tiene como 

directo de la conducta de feminicidio, la cual recoge 
dentro de sus ingredientes constitutivos, una serie de 
hipótesis que se han decantado como “máximas de la 
experiencia judicial” en torno a casos paradigmáticos 
de los denominados delitos de violencia de género. Di-
chos casos han estremecido a la opinión pública en di-
ferentes latitudes de mundo y han permitido evidenciar 
cómo aún hoy contra las mujeres -grupo históricamente 
discriminado- se siguen perpetrando un sinnúmero de 
actos violentos que de forma directa -los que se preten-
den elevar a tipo en este proyecto- e indirecta, conducen 

dentro del decurso causal, a la muerte de mujeres en 
razón a su condición de género.

Actualmente, el Código Penal Colombiano recoge 
el feminicidio como un homicidio agravado (artículos 
103 y 104.11 del C.P.) pero el agravante creado por la 
Ley 1257 de 2008 es en la práctica muy difícil de pro-
bar por su redacción:

“Artículo 103. Homicidio. El que matare a otro, in-
currirá en prisión de trece (13) a veinticinco (25) años.

Artículo 104. Circunstancias de agravación. La 
pena será de veinticinco (25) a cuarenta (40) años de 
prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior se 
cometiere:

(…)
11. adicionado. Ley 1257 de 2008, art. 26. Si se co-

metiere contra una mujer por el hecho de ser mujer.”
Si se analiza el agravante del numeral 11 de artículo 

104 citado, se puede evidenciar que el legislador utili-
zó lo que en Derecho Penal se denominan “elementos 
subjetivos del tipo” los cuales, como señala el maestro 
Fernando Velásquez Velásquez son: “

Es decir, 
aquellos pensamientos del fuero interno o de la motiva-
ción psicológica del individuo, que originan la realiza-

de hacerlo un poco más entendible se puede recurrir a la 
vieja diferencia doctrinaria entre dolo genérico y dolo 
especial13, siendo entonces el dolo general, la intención 

causar la muerte a una mujer por el hecho de ser mujer.
Este, que para efectos pedagógicos hemos llamado 

hora de encuadrar la conducta punible, pues: ¿Es posible 
acaso introducirse en la mente del criminal para saber si lo 
que lo motivó a causar la muerte de una mujer es el odio 
de género hacia ella? La respuesta evidente es que no. Es 
por esto que se torna necesario crear una descripción típi-
ca autónoma del Feminicidio, la cual incluya una serie de 
elementos objetivos (ciclo de violencia previa, relación de 
poder entre el autor y la víctima, actos de instrumentaliza-
ción sexual u opresión etc…) que le permitan a los opera-
dos judiciales y al cuerpo técnico investigación criminal, 
buscar una serie de hechos de los cuales se pueda inferir 
razonablemente que la intención del autor fue causar la 
muerte de una mujer por su condición de género.

Lo anterior, tiene además sustento en la jurispruden-
cia de la Corte Suprema de Justicia, la cual al referirse 
al fenómeno del dolo eventual, el cual -teóricamente- 
también tiene relación directa con lo que piensa el autor 
en el momento de cometer el delito, ha recurrido, ante 
la imposibilidad de conocer lo que realmente pensó o 
deseó el criminal, la necesidad de recurrir a las circuns-
tancias externas, previas, concomitantes y hasta poste-
riores del delito, de las cuales se pueda deducir la inten-
ción de agente. La corte frente a esto ha dicho:
12 Velásquez, Velásquez, Fernando, Derecho Penal Parte 

General, Editorial Temis, Tercera Edición, 1997. Pág. 
412. 

13 Reyes, Echandía, Alfonso, Tipicidad Editorial Temis, 
Sexta Edición, 1999. Pág. 99. 
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-
-

en tanto fenómeno sicológico no objetiva-
ble, se alcanza a partir del examen de las circunstan-
cias externas que rodearon los hechos

Los argumentos anteriores, desde una perspectiva 
teórica penal, corresponden a la razón medular por la 

como conducta autónoma, para facilitar y garantizar 
un enjuiciamiento penal acorde para los delitos de ho-
micidio en los cuales se presenten circunstancias que 
permitan evidenciar violencia y discriminación contra 
el género femenino.

3. TRÁMITE DE LA INICIATIVA
El proyecto de ley de iniciativa de la honorable Se-

nadora Gloria Inés Ramírez Ríos y fue radicado ante la 
Secretaría General del Senado de la República con la 
coadyuvancia de las honorables Senadoras integrantes 
de la Comisión Legal para la Equidad de la Mujer del 
Congreso, del Centro de Investigación en Justicia y Es-
tudios Críticos del Derecho, CiJusticia, de la Secreta-
ría de la Mujer del Distrito Capital, de la Secretaría de 
las Mujeres de la Alcaldía de Medellín, una alianza de 
personalidades y organizaciones de mujeres de Améri-
ca Latina, Centroamérica y España y el acompañamien-
to de ONU Mujeres - Colombia, publicado en la Gace-
ta del Congreso número 773 de 2013.

En la Cámara de Representantes fue radicado el 

C.P.C.P-033-2014 de 6 de agosto y recibido el miér-
coles 13 de agosto de 2014 para rendir el respectivo 
informe.

presentadas por la subcomisión nombrada para el efec-
to, el pasado 5 de mayo de 2015, como consta en el Acta 
número 45 de la misma fecha. La subcomisión propuso 

su totalidad por la Comisión Primera de la Cámara de 
Representantes:

tipo penal de feminicidio.

-
tiva del feminicidio.

feminicidio y de su agravante.
5. Eliminación de la imposición de medida de ase-

guramiento automática para el delito de feminicidio y 

6. Eliminación de los indicios graves para los proce-
sos de familia.

7. Ampliación de las funciones de la Defensoría del 
Pueblo para la defensa pública de los intereses de vícti-
mas de feminicidio.
14 Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Penal, 

Sentencia de septiembre 8 de 2004, Rad 20373. Magis-
trado Ponente Yesid Ramírez Bastidas. 

8. Eliminación de la creación especial de la unidad 
-

lencia contra la mujer.
9. Eliminación de la reasignación de competencias 

privativas para tribunales en torno al tipo penal de fe-
minicidio.

4. ORIGEN DE LA INICIATIVA
Este proyecto de ley, de origen congresional, se 

ajusta no sólo a la facultad que la Constitución Polí-
tica entrega al Congreso de la República a través de la 
Cláusula General de Competencia, derivada de la inter-
pretación que se le ha dado a los artículos 114 y 150 de 
la Carta, que da al legislativo el poder para “hacer las 
leyes” en todos aquellos asuntos que puedan ser materia 
de legislación y cuya competencia no haya sido atribui-
da a otra rama del poder.

El asunto que nos ocupa en esta iniciativa resulta ser 
una respuesta positiva frente a una problemática social 
materializada en la intervención del Congreso como 
representante popular ejerciendo el mandato legítimo 
frente a la temática que se presenta.

Respecto a este tipo de iniciativas parlamentarias, la 
honorable Corte Constitucional se ha pronunciado en 
diferentes Sentencias, entre otras, la Sentencia C-553/ 
de 2001, precisó:

- Competencia para creación y supre-
sión de tipos penales

“(...) mientras en el cumplimiento de la función le-
gislativa no resulten contrariados los preceptos funda-
mentales (...), bien puede el legislador crear o suprimir 

establecer modalidades punitivas, graduar las penas 

a criterios de agravación o atenuación de los compor-
tamientos penalizados, todo de acuerdo con la aprecia-
ción, análisis y ponderación que efectúe acerca de los 
fenómenos de la vida social y del mayor o menor daño 
que ciertos comportamientos puedan estar causando o 
llegar a causar en el conglomerado”.15

“Desde luego, la discrecionalidad del legislador no 
puede confundirse con la arbitrariedad. La creación de 
delitos, así como el señalamiento de penas, pueden ser 
objeto de examen constitucional, a la luz de los princi-
pios y mandatos de la Carta, siendo claro que la Corte 
tiene la facultad de declarar que tales actos son inexe-
quibles cuando quebranten aquellos, o cuando resulten 
desproporcionados o irrazonables.”16.

5. IMPACTO FISCAL
En cumplimiento del artículo 7° de la Ley 819 de 

2003, es de precisar que el presente proyecto de ley, 
-

que no se incrementará el Presupuesto General de la 
Nación, ni ocasiona la creación de una nueva fuente de 

-
ción de un tipo penal dentro de la institucionalidad de 
administración de justicia existente, entre otras medidas 
administrativas de prevención del delito de feminicidio.
15 Cfr. Corte Constitucional. Sentencia C-013 de 1997. 

M.P. José Gregorio Hernández Galindo.
16 Cfr. Sentencia C-472 de 1997. M.P.: José Gregorio Her-

nández Galindo.
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Es en este contexto que proponemos la presente ini-

intolerancia en Colombia. Con base en los anteriores 
argumentos solicito a los honorables congresistas dar 
aprobación al proyecto de ley.

6. TEXTO PROPUESTO
Atendiendo a la exposición de motivos, nos permiti-

mos poner en consideración de la honorable Plenaria de 
la Cámara de Representantes, el siguiente texto para su 
discusión y aprobación en segundo debate.
TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE 
DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 217 DE 2014 

CAMARA, 107 DE 2013 SENADO

.
“El Congreso de Colombia,

DECRETA:”
Artículo 1°.  La presente ley tiene 

-
tónomo, para garantizar la investigación y sanción de 
las violencias contra las mujeres por motivos de género 
y discriminación, así como prevenir y erradicar dichas 
violencias y adoptar estrategias de sensibilización de la 
sociedad colombiana, en orden a garantizar el acceso de 
las mujeres a una vida libre de violencias que favorezca 
su desarrollo integral y su bienestar, de acuerdo con los 
principios de igualdad y no discriminación.

Artículo 2°. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 
104A del siguiente tenor:

Artículo 104A. Feminicidio. Quien causare la 
muerte a una mujer, por su condición de ser mujer o 
por motivos de su identidad de género o en donde haya 
concurrido o antecedido cualquiera de las siguientes 
circunstancias, incurrirá en prisión de doscientos cin-
cuenta (250) meses a quinientos (500) meses.

a) Tener o haber tenido una relación familiar, íntima 
o de convivencia con la víctima, de amistad, de com-
pañerismo o de trabajo y ser perpetrador de un ciclo de 
violencia física, sexual, psicológica o patrimonial que 
antecedió el crimen contra ella.

b) Ejercer sobre el cuerpo y la vida de la mujer actos 
de instrumentalización de género o sexual o acciones 
de opresión y dominio sobre sus decisiones vitales y su 
sexualidad.

c) Cometer el delito en aprovechamiento de las rela-
ciones de poder ejercidas sobre la mujer, expresado en 
la jerarquización personal, económica, sexual, militar, 
política o sociocultural.

d) Cometer el delito para generar terror o humilla-
ción a quien se considere enemigo.

e) Que existan antecedentes o indicios de cualquier 
tipo de violencia o amenaza en el ámbito doméstico, 
familiar, laboral o escolar por parte del sujeto activo en 
contra de la víctima o de violencia de género cometida 
por el autor contra la víctima, independientemente de 
que el hecho haya sido denunciado o no.

f) Que la víctima haya sido incomunicada o priva-
da de su libertad de locomoción, cualquiera que sea el 
tiempo previo a la muerte de aquella.

Artículo 3°. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 
104B del siguiente tenor:

Artículo 104B. Circunstancias de agravación pu-
nitiva del feminicidio. La pena será de quinientos (500) 
meses a seiscientos (600) meses de prisión, si el femi-
nicidio se cometiere:

a) Cuando el autor tenga la calidad de servidor pú-
blico y desarrolle la conducta punible aprovechándose 
de esta calidad.

b) Cuando la conducta punible se cometiere en mu-
jer menor de dieciocho (18) años o mayor de sesenta 
(60) o mujer en estado de embarazo.

c) Cuando la conducta se cometiere con el concurso 
de otra u otras personas.

d) Cuando se cometiere en una mujer en situación 
de discapacidad física, psíquica o sensorial o desplaza-
miento forzado, condición socioeconómica o por pre-
juicios relacionados con la condición étnica o la orien-
tación sexual.

e) Cuando la conducta punible fuere cometida en 
presencia de cualquier persona que integre la unidad 
doméstica de la víctima.

f) Cuando se cometa el delito con posterioridad a 
una agresión sexual, a la realización de rituales, actos 
de mutilación genital o cualquier otro tipo de agresión 
o sufrimiento físico o psicológico.

g) Por medio de las circunstancias de agravación pu-
nitiva descritas en los numerales 1°, 3°, 5°, 6°, 7° y 8° 
del artículo 104 de este código.

Artículo 4°. Modifíquese el segundo inciso del 
artículo 119 del Código Penal - Ley 599 de 2000, el 
cual quedará así:

Cuando las conductas señaladas en los artículos an-
teriores se cometan en niños y niñas menores de catorce 
(14) años o en mujer por el hecho de ser mujer, las res-
pectivas penas se aumentarán en el doble.

Artículo 5°. . La persona que incurra en 
el delito de feminicidio solo se le podrá aplicar un me-

906 de 2004. Igualmente, no podrá celebrarse preacuer-
dos sobre los hechos imputados y sus consecuencias.

Artículo 6°. -

de una investigación técnica, especializada, exhaustiva, 
imparcial, ágil, oportuna y efectiva sobre la comisión 
de delito de feminicidio, así como el juzgamiento sin 
dilaciones de los presuntos responsables, las autorida-
des jurisdiccionales competentes deberán actuar con la 
debida diligencia en todas y cada una de las actuaciones 
judiciales correspondientes, en acatamiento de los prin-
cipios de competencia, independencia, imparcialidad, 
exhaustividad y oportunidad y con miras al respeto del 
derecho que tienen las víctimas y sus familiares o per-
sonas de su entorno social y/o comunitario, a participar 
y colaborar con la administración de justicia dentro de 
los procesos de investigación y juzgamiento de la co-
misión de las conductas punibles de las violencias en 
contra de las mujeres y, en particular del feminicidio.

Artículo 7°. Actuaciones jurisdiccionales dentro del 
principio de la diligencia debida para desarrollar las 
investigaciones y el juzgamiento del delito de femi-
nicidio. Las autoridades jurisdiccionales competentes 
deberán obrar con la diligencia debida en todas y cada 
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una de las actuaciones judiciales correspondientes, en-
tre otras:

restos cuando haya sido sometida a desaparición forza-
da o se desconozca su paradero.

b) La indagación sobre los antecedentes del conti-
nuum de violencias de que fue víctima la mujer antes de 
la muerte, aun cuando estos no hayan sido denunciados.

c) La determinación de los elementos subjetivos del 
tipo penal relacionados con las razones de género que 
motivaron la comisión del delito de feminicidio.

d) La ejecución de las órdenes de captura y las medi-
das de detención preventiva contra él o los responsables 
del delito de feminicidio.

e) El empleo de todos los medios al alcance para la 
obtención de las pruebas relevantes en orden a deter-
minar las causas de la muerte violenta contra la mujer.

f) La ubicación del contexto en el que se cometió el 
hecho punible y las peculiaridades de la situación y del 
tipo de violación que se esté investigando.

g) La eliminación de los obstáculos y mecanismos 
de hecho y de derecho que conducen a la impunidad de 
la violencia feminicida.

h) El otorgamiento de garantías de seguridad para 
los testigos, los familiares de las víctimas de la violen-
cia feminicida, lo mismo que a los operadores de la jus-
ticia.

i) La sanción a los responsables del delito de femini-
-

dios al alcance de la jurisdicción penal ordinaria o de 
las jurisdicciones especiales.

j) La eliminación de los prejuicios basados en gé-
nero en relación con las violencias contra las mujeres.

Artículo 8°. 
 En los casos de eviden-

cia clara o de sospecha fundada de perpetración de un 
feminicidio o de una tentativa de feminicidio, las inves-

inmediatamente y de modo exhaustivo por personal 
especializado, dotado de los medios logísticos y meto-

-
ción y sanción.

El retiro de una denuncia por una presunta víctima 
no se constituirá en elemento determinante para el ar-
chivo del proceso.

Artículo 9°.  El Estado, a 
través de la Defensoría del Pueblo garantizará la orien-
tación, asesoría y representación jurídica a mujeres 
víctimas de las violencias de género y en especial de 
la violencia feminicida de manera gratuita, inmediata, 
especializada y prioritaria desde la perspectiva de gé-

garantizar su acceso a la administración de justicia, a un 
recurso judicial efectivo y al otorgamiento de las me-
didas de protección y atención consagradas en la Ley 
1257 de 2008 y en otras instancias administrativas y 
jurisdiccionales.

Esta asistencia técnico-legal y la representación jurí-
dica de las mujeres víctimas de las violencias de géne-
ro la podrán realizar las entidades rectoras de políticas 
públicas para las mujeres y de equidad de género exis-

tentes en el ámbito nacional, departamental, distrital y 
municipal, de conformidad con sus competencias cons-
titucionales, legales y reglamentarias.

En las entidades territoriales donde no existan o no 
estén contempladas las instancias y los mecanismos de 
atención, protección y asistencia técnico legal para las 
mujeres víctimas de las violencias de género, de con-
formidad con sus competencias constitucionales, lega-
les y reglamentarias, deberán crear las instancias y los 
mecanismos pertinentes al cumplimiento de lo previsto 
en el presente artículo, en concordancia con las dispo-
siciones establecidas en el artículo 9° de la Ley 1257 
de 2008.

Parágrafo. El plazo para la creación de dichas ins-
tancias y los mecanismos de atención, protección y 
asistencia técnico legal para las mujeres víctimas de la 
violencia de género en las entidades territoriales no po-
drá superar el plazo de un (1) año, contado a partir de la 
promulgación de la presente ley.

Artículo 10. 
 A partir de la 

promulgación de la presente ley, el Ministerio de Edu-
cación Nacional dispondrá lo necesario para que las 
instituciones educativas de preescolar, básica y media 
incorporen a la malla curricular, la perspectiva de géne-

del desarrollo de competencias básicas y ciudadanas, 
según el ciclo vital y educativo de los estudiantes. Di-
cha incorporación será realizada a través de proyectos 
pedagógicos transversales basados en principios de in-
terdisciplinariedad, intersectorialidad, e interinstitucio-
nalidad.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Educación Nacional, 
establecerá e implementará los mecanismos de moni-
toreo y evaluación permanente del proceso de incorpo-
ración del enfoque de género en los proyectos pedagó-
gicos y sus resultados, sobre lo cual deberá entregar un 
informe anual a la Comisión Legal para la Equidad de 
la Mujer del Congreso de la República de Colombia y a 
las autoridades que lo requieran.

Parágrafo 2°. El Ministerio de Educación Nacional 
tendrá un plazo de seis (6) meses contados a partir de la 
promulgación de la presente ley para iniciar el proceso 
de reglamentación que garantice la efectiva integración 
del enfoque de género a los procesos y proyectos peda-
gógicos en todas las instituciones educativas de prees-
colar, básica y media.

Artículo 11. -

 A partir de la promulgación de la 
presente ley, los servidores públicos de la Rama Ejecu-
tiva o Judicial en cualquiera de los órdenes que tengan 
funciones o competencias en la prevención, investiga-
ción, judicialización, sanción y reparación de todas las 
formas de violencia contra las mujeres, deberán recibir 
formación en género, derechos humanos y Derecho In-
ternacional Humanitario, en los procesos de inducción 
y reinducción en los que deban participar, de acuerdo 
con las normas que regulen sus respectivos empleos.

Artículo 12. 
. Den-

tro del año siguiente a la promulgación de la presente 
ley, el Departamento Nacional de Estadísticas (DANE), 
en coordinación con el Ministerio de Justicia y del De-
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recho y el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Fo-
renses (INMLCF), adoptarán un Sistema Nacional de 
Recopilación de Datos sobre los hechos relacionados 
con la violencia de género en el país, en orden a estable-
cer los tipos, ámbitos, modalidades, frecuencia, medios 
utilizados para ejecutar la violencia, niveles de impacto 
personal y social, medidas otorgadas, servicios presta-

políticas públicas de prevención, protección, atención 
y reparación de las víctimas de la violencia de género.

Artículo 13. . La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga el numeral undécimo del 
artículo 104 del Código Penal - Ley 599 de 2000, así 
como las demás disposiciones que le sean contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado el presente 

2015; según consta en el Acta número 45. Así mismo 
fue anunciado, entre otras fechas, el día 22 de abril de 
2015 según Acta número 43 de esa misma fecha.

7. PROPOSICIÓN
Por las anteriores consideraciones, proponemos a 

los miembros de la plenaria de la honorable Cámara de 
Representantes, aprobar en segundo debate el Proyec-

to de ley número 217 de 2014 Cámara, 107 de 2013 
Senado, 

, 

De lo señores Representantes;

T E X T O S   A P R O B A D O S   E N   C O M I S I Ó N

TEXTO APROBADO EN COMISIÓN PRIMERA 
DE LA HONORABLE CÁMARA DE REPRESEN-
TANTES AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 217 

DE 2014 CÁMARA, 107 DE 2013 SENADO

 

“El Congreso de Colombia
DECRETA”.

Artículo 1°. . La presente ley tiene 
-

tónomo, para garantizar la investigación y sanción de 
las violencias contra las mujeres por motivos de género 
y discriminación, así como prevenir y erradicar dichas 
violencias y adoptar estrategias de sensibilización de la 
sociedad colombiana, en orden a garantizar el acceso de 
las mujeres a una vida libre de violencias que favorezca 
su desarrollo integral y su bienestar, de acuerdo con los 
principios de igualdad y no discriminación.

Artículo 2°. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 
104A del siguiente tenor:

Artículo 104A. Feminicidio. Quien causare la 
muerte a una mujer, por su condición de ser mujer o 
por motivos de su identidad de género o en donde haya 
concurrido o antecedido cualquiera de las siguientes 
circunstancias, incurrirá en prisión de doscientos cin-
cuenta (250) meses a quinientos (500) meses.

a) Tener o haber tenido una relación familiar, íntima 
o de convivencia con la víctima, de amistad, de com-
pañerismo o de trabajo y ser perpetrador de un ciclo de 
violencia física, sexual, psicológica o patrimonial que 
antecedió el crimen contra ella;

b) Ejercer sobre el cuerpo y la vida de la mujer actos 
de instrumentalización de género o sexual o acciones 
de opresión y dominio sobre sus decisiones vitales y su 
sexualidad;

c) Cometer el delito en aprovechamiento de las rela-
ciones de poder ejercidas sobre la mujer, expresado en 
la jerarquización personal, económica, sexual, militar, 
política o sociocultural;

d) Cometer el delito para generar terror o humilla-
ción a quien se considere enemigo;

e) Que existan antecedentes o indicios de cualquier 
tipo de violencia o amenaza en el ámbito doméstico, 
familiar, laboral o escolar por parte del sujeto activo en 
contra de la víctima o de violencia de género cometida 
por el autor contra la víctima, independientemente de 
que el hecho haya sido denunciado o no;

f) Que la víctima haya sido incomunicada o priva-
da de su libertad de locomoción, cualquiera que sea el 
tiempo previo a la muerte de aquella.

Artículo 3°. 
 

Artículo 104B. Circunstancias de agravación pu-
nitiva del feminicidio. La pena será de quinientos (500) 
meses a seiscientos (600) meses de prisión, si el femi-
nicidio se cometiere:

a) Cuando el autor tenga la calidad de servidor pú-
blico y desarrolle la conducta punible aprovechándose 
de esta calidad;

b) Cuando la conducta punible se cometiere en mu-
jer menor de dieciocho (18) años o mayor de sesenta 
(60) o mujer en estado de embarazo;

c) Cuando la conducta se cometiere con el concurso 
de otra u otras personas;

d) Cuando se cometiere en una mujer en situación 
de discapacidad física, psíquica o sensorial o desplaza-
miento forzado, condición socioeconómica o por pre-
juicios relacionados con la condición étnica o la orien-
tación sexual;
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e) Cuando la conducta punible fuere cometida en 
presencia de cualquier persona que integre la unidad 
doméstica de la víctima;

f) Cuando se cometa el delito con posterioridad a 
una agresión sexual, a la realización de rituales, actos 
de mutilación genital o cualquier otro tipo de agresión 
o sufrimiento físico o psicológico;

g) Por medio de las circunstancias de agravación 
punitiva descritas en los numerales 1, 3, 5, 6, 7 y 8 del 
artículo 104 de este Código. 

Artículo 4°. Modifíquese el segundo inciso del ar-
tículo 119 del Código Penal – Ley 599 de 2000, el cual 
quedará así:

Cuando las conductas señaladas en los artículos an-
teriores se cometan en niños y niñas menores de catorce 
(14) años o en mujer por el hecho de ser mujer, las res-
pectivas penas se aumentarán en el doble.

Artículo 5°. Preacuerdos. La persona que incu-
rra en el delito de feminicidio solo se le podrá aplicar 

la Ley 906 de 2004. Igualmente, no podrá celebrarse 
preacuerdos sobre los hechos imputados y sus conse-
cuencias.

Artículo 6°. -

de una investigación técnica, especializada, exhaustiva, 
imparcial, ágil, oportuna y efectiva sobre la comisión 
de delito de feminicidio, así como el juzgamiento sin 
dilaciones de los presuntos responsables, las autorida-
des jurisdiccionales competentes deberán actuar con la 
debida diligencia en todas y cada una de las actuaciones 
judiciales correspondientes, en acatamiento de los prin-
cipios de competencia, independencia, imparcialidad, 
exhaustividad y oportunidad y con miras al respeto del 
derecho que tienen las víctimas y sus familiares o per-
sonas de su entorno social y/o comunitario, a participar 
y colaborar con la administración de justicia dentro de 
los procesos de investigación y juzgamiento de la co-
misión de las conductas punibles de las violencias en 
contra de las mujeres y, en particular del feminicidio.

Artículo 7°. 

-
. Las autoridades jurisdiccionales competentes 

deberán obrar con la diligencia debida en todas y cada 
una de las actuaciones judiciales correspondientes, en-
tre otras:

restos cuando haya sido sometida a desaparición forza-
da o se desconozca su paradero;

b) La indagación sobre los antecedentes del conti-
nuum de violencias de que fue víctima la mujer antes de 
la muerte, aun cuando estos no hayan sido denunciados;

c) La determinación de los elementos subjetivos del 
tipo penal relacionados con las razones de género que 
motivaron la comisión del delito de feminicidio;

d) La ejecución de las órdenes de captura y las medi-
das de detención preventiva contra él o los responsables 
del delito de feminicidio;

e) El empleo de todos los medios al alcance para la 
obtención de las pruebas relevantes en orden a deter-
minar las causas de la muerte violenta contra la mujer;

f) La ubicación del contexto en el que se cometió el 
hecho punible y las peculiaridades de la situación y del 
tipo de violación que se esté investigando;

g) La eliminación de los obstáculos y mecanismos 
de hecho y de derecho que conducen a la impunidad de 
la violencia feminicida;

h) El otorgamiento de garantías de seguridad para 
los testigos, los familiares de las víctimas de la violen-
cia feminicida, lo mismo que a los operadores de la jus-
ticia;

i) La sanción a los responsables del delito de femini-
-

dios al alcance de la jurisdicción penal ordinaria o de 
las jurisdicciones especiales;

j) La eliminación de los prejuicios basados en gé-
nero en relación con las violencias contra las mujeres.

Artículo 8°. 
. En los casos de eviden-

cia clara o de sospecha fundada de perpetración de un 
feminicidio o de una tentativa de feminicidio, las inves-

inmediatamente y de modo exhaustivo por personal 
especializado, dotado de los medios logísticos y meto-

-
ción y sanción.

El retiro de una denuncia por una presunta víctima 
no se constituirá en elemento determinante para el ar-
chivo del proceso.

Artículo 9°. . El Estado, a 
través de la Defensoría del Pueblo garantizará la orien-
tación, asesoría y representación jurídica a mujeres 
víctimas de las violencias de género y en especial de 
la violencia feminicida de manera gratuita, inmediata, 
especializada y prioritaria desde la perspectiva de gé-

garantizar su acceso a la administración de justicia, a un 
recurso judicial efectivo y al otorgamiento de las me-
didas de protección y atención consagradas en la Ley 
1257 de 2008 y en otras instancias administrativas y 
jurisdiccionales.

Esta asistencia técnico-legal y la representación jurí-
dica de las mujeres víctimas de las violencias de géne-
ro la podrán realizar las entidades rectoras de políticas 
públicas para las mujeres y de equidad de género exis-
tentes en el ámbito nacional, departamental, distrital y 
municipal, de conformidad con sus competencias cons-
titucionales, legales y reglamentarias.

En las entidades territoriales donde no existan o no 
estén contempladas las instancias y los mecanismos de 
atención, protección y asistencia técnico legal para las 
mujeres víctimas de las violencias de género, de con-
formidad con sus competencias constitucionales, lega-
les y reglamentarias, deberán crear las instancias y los 
mecanismos pertinentes al cumplimiento de lo previsto 
en el presente artículo, en concordancia con las dispo-
siciones establecidas en el artículo 9° de la Ley 1257 
de 2008.

 El plazo para la creación de dichas ins-
tancias y los mecanismos de atención, protección y 
asistencia técnico-legal para las mujeres víctimas de la 
violencia de género en las entidades territoriales no po-
drá superar el plazo de un (1) año, contado a partir de la 
promulgación de la presente ley.

Artículo 10. 
. A partir de la 
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promulgación de la presente ley, el Ministerio de Edu-
cación Nacional dispondrá lo necesario para que las 
instituciones educativas de preescolar, básica y media 
incorporen a la malla curricular, la perspectiva de géne-

del desarrollo de competencias básicas y ciudadanas, 
según el ciclo vital y educativo de los estudiantes. Di-
cha incorporación será realizada a través de proyectos 
pedagógicos transversales basados en principios de in-
terdisciplinariedad, intersectorialidad, e interinstitucio-
nalidad.

 El Ministerio de Educación Nacio-
nal, establecerá e implementará los mecanismos de mo-
nitoreo y evaluación permanente del proceso de incor-
poración del enfoque de género en los proyectos peda-
gógicos y sus resultados, sobre lo cual deberá entregar 
un informe anual a la Comisión Legal para la Equidad 
de la Mujer del Congreso de la República de Colombia 
y a las autoridades que lo requieran.

. El Ministerio de Educación Nacional 
tendrá un plazo de seis (6) meses contados a partir de la 
promulgación de la presente ley para iniciar el proceso 
de reglamentación que garantice la efectiva integración 
del enfoque de género a los procesos y proyectos peda-
gógicos en todas las instituciones educativas de prees-
colar, básica y media. 

Artículo 11. -

. A partir de la promulgación de la 
presente ley, los servidores públicos de la Rama Ejecu-
tiva o Judicial en cualquiera de los órdenes que tengan 
funciones o competencias en la prevención, investiga-
ción, judicialización, sanción y reparación de todas las 
formas de violencia contra las mujeres, deberán recibir 
formación en género, derechos humanos y Derecho In-
ternacional Humanitario, en los procesos de inducción 

y reinducción en los que deban participar, de acuerdo 
con las normas que regulen sus respectivos empleos.

Artículo 12. 
. Den-

tro del año siguiente a la promulgación de la presente 
ley, el Departamento Nacional de Estadísticas (DANE), 
en coordinación con el Ministerio de Justicia y del De-
recho y el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Fo-
renses (INMLCF), adoptarán un Sistema Nacional de 
Recopilación de Datos sobre los hechos relacionados 
con la violencia de género en el país, en orden a estable-
cer los tipos, ámbitos, modalidades, frecuencia, medios 
utilizados para ejecutar la violencia, niveles de impacto 
personal y social, medidas otorgadas, servicios presta-

políticas públicas de prevención, protección, atención 
y reparación de las víctimas de la violencia de género.

Artículo 13. . La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga el numeral undécimo del 
artículo 104 del Código Penal – Ley 599 de 2000, así 
como las demás disposiciones que le sean contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado el presente 

2015; según consta en el Acta número 45. Así mismo 
fue anunciado, entre otras fechas, el día 22 de abril de 
2015 según Acta número 43 de esa misma fecha.

O B S E R V A C I O N E S
OBSERVACIONES DE LA FEDERACIÓN  
COLOMBIANA DE MUNICIPIOS AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 200 DE 2015 CÁMARA, 138 

DE 2015 SENADO

DE 1184-2015
Bogotá, D.C., 
Señores 
HONORABLES REPRESENTANTES A LA CÁMARA
Congreso de la República 
Ciudad 

-
mero 200 de 2015 Cámara, 138 de 2015 Senado, por 

Respetado Representante: 
Reciba un caluroso saludo de los Alcaldes y Alcalde-

por el logro de un país incluyente, emprendedor y en paz. 
La Federación Colombiana de Municipios saluda la 

iniciativa presentada por el Gobierno nacional como la 

propuesta de Plan Nacional de Desarrollo con la cual 
se espera conseguir en los próximos años una Colom-
bia fundamentalmente más equitativa. Las entidades 
territoriales en esta propuesta son mucho más que sim-

directas responsables de territorializar las 5 estrategias 
transversales y 6 estrategias regionales.

Fuente: Elaboración propia con base en las cifras del 
Proyecto de ley número 200 de 2015 Cámara. 
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Justamente, en calidad de aliados que encarnan la 
institucionalidad democrática en territorio, los alcaldes 
y alcaldesas se permiten presentar las siguientes inquie-
tudes, observaciones y recomendaciones frente al Pro-
yecto de ley número 200 de 2015 Cámara, 138 de 2015 
Senado con el propósito de fortalecer las herramientas 
jurídicas que les permitan aportar a la construcción de 
la paz y la equidad desde lo local. 

Comedidamente solicitamos incorporar en el pro-
yecto de Plan de Desarrollo un artículo que habilite al 
Gobierno nacional y a las entidades territoriales a sus-
cribir convenios interadministrativos aún durante el de-
sarrollo del calendario electoral y de esta manera per-
mitir a los actuales mandatarios el cumplimiento de las 
diferentes obras para el desarrollo de las comunidades 
locales. Contrario a las críticas apresuradas de algunos 
sectores, la restricción de dichos convenios principal-
mente perjudica a las comunidades locales pues de 
ellos dependen programas y servicios esenciales para 
la lucha contra la pobreza extrema y el mejoramiento 
de las condiciones de vida (vivienda gratuita, atención 
a población vulnerables, asistencia a población sindica-
da y recluida en centros carcelarios, atención a primera 
infancia, alimentación escolar, asignación de policía, 
dispositivos y cámaras de seguridad, infraestructura 
cultural y deportiva, proyectos productivos agrícolas y 
turísticas entre otros). 

ES por ello que nos permitimos realizar la siguiente 
propuesta de inclusión en el Plan de Desarrollo: 

Artículo nuevo. Con el objeto de dar celeridad 

Desarrollo y de contribuir al impulso al crecimien-

autorícese a las entidades del Estado y privadas que 
-

mente convenios interadministrativos con las enti-
dades territoriales. 

Para Colombia ha sido grave la 

pretendido dar manejo a la industria 
extractiva: por un lado, el subsuelo 
como propiedad de la Nación (artí-
culo 332 C. P.) y por otro la determi-
nación municipal sobre los usos del 
suelo (artículo 313 C. P.), hicieran 
parecer que es posible extraer pe-
tróleo, minerales, o gas sin tocar el 
territorio. Se ha dado prelación en 
las últimas décadas a la actividad de 
minas y canteras sobre el bienestar 
de las comunidades aledañas a estas 
actividades. Política que ha contri-
buido a que los 60 mayores muni-
cipios petroleros y mineros del país 
tengan una incidencia de la pobreza 
multidimensional hasta casi del do-
ble del promedio nacional como lo 
muestran las cifras del cuadro a la 
izquierda.

En este contexto hemos encontrado con sorpresa 
que el articulado del texto en comento mantiene la pre-
minencia de la institucionalidad minera del orden na-
cional, sin dar cabida a la obligada concertación inter-
gubernamental. Por lo que reiteramos a los honorables 
Congresistas que es indispensable ofrecer a los manda-
tarios locales las herramientas de política que les per-

mitan fungir como líderes de las comunidades locales 
para lograr el necesario equilibrio social y ambiental 
frente a las actividades extractivas. Cuando estas em-
presas se desarrollan sin la necesaria licencia social, 
los problemas de gobernabilidad desatados en territorio 
ponen en riesgo la institucionalidad local, se convierten 
en caldo de cultivo para la protesta social violenta, para 

-
lincuenciales. 

Es por ello, que consideramos pertinente que el Con-
greso tome en consideración las siguientes sugerencias 
respetuosas frente a este tema:

Artículo 20. Áreas de reserva para el desarrollo mi-
nero. Las áreas de reserva para el desarrollo minero se-
rán las siguientes: 

Áreas de Reserva Estratégica Mineras: La Autori-
dad Minera Nacional determinará los minerales de inte-
rés estratégico para el país, respecto de los cuales, con 

-
cuentren libres. 

Estas áreas serán objeto de evaluación sobre su po-
tencial minero 
locales según sus planes de ordenamiento territorial 
y de desarrollo, para lo cual se deberán adelantar es-
tudios geológicos mineros por parte del Servicio Geo-
lógico Colombiano y/o por terceros contratados por la 
Autoridad Minera Nacional. Con base en dicha evalua-
ción , 
esta Autoridad seleccionará las áreas que presenten un 
alto potencial minero. 

(...) 
Áreas de reserva para el desarrollo minero-energéti-

co: El Ministerio de Minas y Energía 
con las autoridades territoriales y ambientales deli-
mitará las zonas estratégicas para el desarrollo minero-
energético en un término no mayor de doce (12) meses, 

-
sente ley. Estas zonas se declaran por un término de 
dos (2) años prorrogables por el mismo término y su 
objetivo es permitir el manejo ordenado de los recursos 
naturales no renovables propendiendo por la maximiza-
ción del uso de los recursos ajustándose a las mejores 
prácticas internacionalmente aceptadas. 

(...) 
Artículo 22. Capacidad económica y gestión social. 

La Autoridad Minera Nacional para el otorgamiento de 
títulos mineros y cesiones de derechos y de áreas reque-
rirá a los interesados acreditar la capacidad económica 
para la exploración, explotación, desarrollo y ejecución 
del proyecto minero. 

(...) 
En los contratos de concesión que suscriba la Au-

toridad Minera Nacional a partir de la vigencia de la 
presente ley, se deberá incluir la obligación del conce-
sionario de elaborar y ejecutar Planes de Gestión Social 
que contengan los programas, proyectos y actividades 
que serán determinados por la autoridad minera el go-

el plan municipal de desarrollo, el plan de ordena-
-

, de acuerdo a la escala de producción y 
capacidad técnica y económica de los titulares. La veri-

-
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Por otro lado, a las expectativas que se abren frente a 
la mejora en materia de transporte la Federación la ini-
ciativa de apoyar a los organismos de tránsito a través 
de la Agencia de Seguridad Vial y además pone a dis-
posición del Congreso la experiencia desarrollada en el 
Sistema Integrado de Multas e Infracciones de Tránsito. 
El SIMIT en aproximadamente doce años de existencia 
ha logrado consolidar información disponible de todo 
el territorio nacional y de fácil acceso para todas las 
autoridades y actores del tránsito y transporte en el país 
logrando: 1. Que la información de los infractores de 
tránsito pueda ser consultada las 24 horas del día, los 7 
días de la semana. 2. Que no se puedan realizar trámi-
tes de tránsito si la persona está en mora por concepto 
de multas y sanciones por infracciones de tránsito. 3. 
Que el recaudo de multas por infracciones de tránsito 
sea una fuente importante de ingresos para la seguridad 
vial en el país. 4. Que todas las autoridades de tránsito, 
cuenten con información y estadísticas de las infraccio-
nes a las normas de tránsito lo que facilita la formula-
ción de las políticas de seguridad vial. Teniendo una 

país cuyo éxito ha sido reconocido en diferentes instan-
cias, el legislador puede servirse de dicha experiencia 
para apalancar el apoyo a los organismos de tránsito te-
rritoriales, dando aplicación al siguiente texto sugerido 
respetuosamente: 

Artículo 30. 
. Modi-

fíquese el artículo 20 de la Ley 1702 de 2013, el cual 
quedará así:

(...)
Parágrafo 1°. La Agencia Nacional de Seguridad 

Vial, con cargo a los recursos mencionados en el pre-
sente artículo y los demás ingresos del Fondo Nacio-
nal de Seguridad Vial, y particulares que desempe-

, podrá 
apoyarán a las autoridades de tránsito que requieran 
intervención con base en sus indicadores de seguridad 
vial, así como a la Policía Nacional a través de conve-
nios que tendrán por objeto, tanto las acciones de forta-
lecimiento institucional, como las preventivas y de con-
trol, incluyendo, cuando proceda, el uso de dispositivos 
de detección de aquellas infracciones de tránsito que 
generen mayor riesgo de accidente. 

Movilidad social 
En buena hora el Gobierno nacional ha decidido 

priorizar el cierre, de brechas en materia educativa 
como una herramienta de cambios sustanciales en ma-
teria de movilidad social. En este sentido, aunque la co-

educación solo logra estos niveles en el ámbito urbano 

los extremos de la formación preescolar y media. 

Con una cobertura neta en educación media de 

aproximadamente 153 mil nuevos cupos. A un costo 
por alumno de $2.023.000 (dos millones veintitrés mil 
pesos) –resultado de promediar la canasta educativa ur-
bana y rural del nivel medio en el Conpes 178 de 2015– 

millones de pesos. 
Varias inquietudes surgen en este contexto ¿será este 

costo cargado nuevamente al Sistema General de Par-
ticipaciones, es decir, a las entidades territoriales? No 
hay que olvidar que los más de 400 mil millones de 
pesos anuales de la prima de servicios autorizada desde 
el 2014 al personal docente y directivo fue cargado en 
su totalidad al SGP (artículo 4° Decreto número 1545 
de 2015). ¿Será este entonces una nueva responsabi-
lidad para la ya sobrecargada bolsa de educación que 

docente, directivo y administrativo? ¿Será realista pen-
sar que con un monto inferior a lo que cuesta la prima 

Ahora bien, el documento de Bases del Plan enfatiza 
en que el esfuerzo se concentrará en la brecha rural, en 
donde sin duda es urgente la acción del Estado. Ello 
conlleva a indagar acerca de los recursos que con segu-
ridad serán necesarios para ampliación de infraestruc-
tura, y que probablemente se apalanquen con el fondo 
creado en el artículo 55 fondo. Fondo cuyos recursos 
realmente nuevos únicamente serían los asignados por 
los OCAD del SGR, a través de la designación del Mi-
nisterio de Educación como ejecutor. Sin duda, este 
constituye uno de los mayores riesgos de recentraliza-
ción del Plan. 

Similares dudas se presentan con la ampliación de 
la jornada única. Economistas dentro de los que se en-
cuentran Alejandro Ome y otros, quienes han estudiado 
los efectos positivos de la jornada única, señalan que 
lograr tales cambios depende de cómo se implemente la 
política, en particular “el factor que más atención debe 
recibir es el aumento de las horas docentes. Este au-
mento podría darse a partir de un aumento de la planta 
de personal, o un incremento de la jornada laboral de 
los docentes actualmente activos”. ¿En función de lo 
anterior, cuál es el costo estimado de la política? Y en 

-
cumento de bases ni el articulado lo señalan de manera 
expresa. 

Así mismo, teniendo en cuenta que los recursos de 
todo tipo son limitados, resulta preocupante que los es-
fuerzos impulsados desde el nivel nacional orienten los 
recursos a la educación media al mismo tiempo que la 
Procuraduría General exige cada vez con mayor rigu-
rosidad en la inversión para lograr la efectividad de los 
derechos de la primera infancia y la niñez, entre ellos 
la educación. Justamente como se mencionó arriba, la 
educación preescolar es otro de los extremos en donde 
Colombia presenta fuertes retos. 

-
nancieras y competenciales para atender ambas, y ante 
todo, sin autonomía real para decidir democráticamente 
cuál de las políticas debe ser prioritaria según su propia 
realidad. Panorama que se complementa con la restric-
ción presupuestal prevista en el artículo 23 de la Ley 
715 de 2001, mismo que prohíbe a las entidades terri-
toriales contratar docentes, directivos docentes o em-
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pleados administrativos, con recursos diferentes de los 
del Sistema General de Participaciones, sin contar con 
los ingresos corrientes de libre destinación necesarios 

totalidad de las cohortes involucradas. 
-

me propósito de encontrar alternativas viables, pone-
mos a consideración del honorable Congreso de la Re-

Artículo 56. -
dia. La educación media será obligatoria, para lo cual 
el Estado adelantará las acciones tendientes a asegurar 
la cobertura hasta el grado once (11) en todos los es-
tablecimientos educativos. El Ministerio de Educación 

atención hasta el grado once (11), de manera progresi-
va, en todos los establecimientos educativos, incluyen-
do el traslado de los recursos del Presupuesto General 

-
vos cupos previstos por las metas del plan. 

(...) 
Artículo 57.  La educación inicial 

es un derecho impostergable de los niños y las niñas 
menores de cinco (5) años de edad. 

El Gobierno nacional reglamentará su articulación 
con el servicio educativo en el marco de la Atención 
Integral considerando como mínimo los siguientes as-
pectos: 

(...) 

-

(...) 
Parágrafo 2°. Los niños y niñas entre los 5 y 6 años 

tienen el derecho a ingresar al grado obligatorio de tran-
sición, el cual para los casos en que se ha ofrecido por 
instituciones educativas estatales se sujetará a las reglas 
que establece la Ley 715 de 2001 o la norma que lo 

 los planes concertados entre el 
Ministerio y las entidades territoriales de acuerdo 
con lo previsto en este artículo.

Artículo 58. Jornadas en los establecimientos edu-
cativos. Modifíquese el artículo 85 de la Ley 115 de 
1994, el cual quedará así: 

(...) 
Parágrafo. El Gobierno nacional asignará a las en-

garanticen la sostenibilidad de los nuevos cupos re-
queridos para cumplir la meta del Plan, con base en 

 y las entidades 
territoriales , diseñarán planes 
para la implementación, de forma gradual, de la jorna-
da única en un plazo que no supere al año 2025 en las 
zonas urbanas y el 2030 para las zonas rurales. En el 
proceso de diseño, las facultades de educación del país, 
las juntas de asociación de padres de familias y los do-
centes podrán ser consultados”. 

Artículo 60. Fondo de Financiamiento de la In-
fraestructura Educativa, Preescolar, Básica y Media. 
Créese el Fondo de Financiamiento de la Infraestructu-
ra Educativa, Preescolar, Básica y Media, sin persone-
ría jurídica, como una cuenta especial del Ministerio de 
Educación Nacional. 

(...) 

El Fondo de Financiamiento de la Infraestructura 
Educativa será administrado por una Junta cuya estruc-

-
cional 
departamentos. 

Los recursos del Fondo de Financiamiento de la In-
fraestructura Educativa Preescolar, Básica y Media pro-
vendrán de las siguientes fuentes: 

a) Los recursos provenientes del recaudo estableci-
do en el artículo 11 de la Ley 21 de 1982, 

destinados al Ministerio de Educación Nacional; 
b) Las partidas que se le asignen en el Presupuesto 

Nacional y estén contenidas en el Marco Fiscal de Me-
diano Plazo y el Marco de Gastos de Mediano Plazo;

-
versión de sus recursos.

Así mismo, los proyectos de infraestructura educati-
va que se desarrollen a través del Fondo, podrán contar 
con recursos provenientes de: 

d) El Sistema General de Regalías destinados a pro-
yectos de la infraestructura educativa aprobados por 
los OCAD, en los casos en que el OCAD designe al 
Ministerio de Educación Nacional como ejecutor de los 
mismos;

e) Los recursos de cooperación internacional o coo-
peración de privados que este gestiones o se gestionen 
a su favor;

f) Aportes de los Departamentos, Distritos y Muni-
cipios, y 

g) Participación del sector privado mediante proyec-
tos de Asociaciones Público Privadas;

h) Excedentes de los recursos del Sistema General 
de Participaciones en Educación de las entidades terri-

garantizados los recursos para: 1. Saneamiento de deu-
das que resulten del reconocimiento de los costos del 
servicio educativo siempre que tengan amparo consti-

Educación y la prestación del servicio educativo, y 2. 
El pago de nómina y contratación de la prestación del 
servicio educativo de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 27 de la Ley 715 de 2001 y las normas regla-
mentarias correspondientes. 

Para cerrar los comentarios referidos al sector edu-
cativo, nos permitimos llamar la atención de los ho-
norables Congresistas frente a la política propuesta en 
materia de calidad educativa, por cuya virtud desapare-

fortalecimiento de la educación. Como se colige del ar-
tículo 61, los recursos del sector están en dos extremos: 

-

son los alcaldes quienes, a pesar de no tener ni la com-

la bolsa de educación), deben enfrentar los problemas 
de falta de asignación de docentes, retrasos en el inicio 
del calendario escolar, coordinación de la alimentación 
y el transporte escolar como herramientas de retención 
educativa, entre otros. Los municipios siguen siendo 
vitales en el sistema educativo y es indispensable que 
todas las entidades territoriales, incluyendo las no cer-

-
jorar la calidad. Por ello sugerimos respetuosamente la 
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Artículo 61. Programa para el Estímulo a la Ca-
lidad Educativa y la Implementación de la Jornada 
Única. Créase el Programa para la Implementación de 
la Jornada Única y el mejoramiento de la calidad de la 
educación básica y media, el cual se constituirá como 
un fondo cuenta de la Nación, adscrito al Ministerio de 
Educación Nacional. El Ministerio de Educación Na-
cional reglamentará la implementación del programa, 
en coordinación con el Departamento Nacional de Pla-
neación y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

El Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Educación Nacional, podrá utilizar los recursos de este 
programa para otorgar estímulos a las entidades territo-
riales  en educación y a los establecimientos 
educativos de manera individual o asociada, para el 
mejoramiento de la calidad de la educación básica y 
media y los procesos de capacitación y actualización 
de docentes. Los estímulos se otorgarán de conformi-
dad con lo establecido en los acuerdos de desempeño 

-
tablecimiento educativo y el Ministerio de Educación 
Nacional. 

Adicionalmente con cargo a los recursos de este pro-
grama, el Ministerio de Educación Nacional transferirá 

-
cación, para la implementación de la Jornada Única de 
conformidad con lo establecido en los acuerdos que al 
efecto se suscriban. 

(...) 
En materia de salud, resulta alentador que se faculte 

al Gobierno nacional para diseñar modelos de atención 
que se ajusten a la heterogeneidad local, tal como viene 
concurriendo con el modelo para zonas dispersas, pero 
también deben considerarse realidades radicalmente 
distintas como las de zonas urbanas de alta densidad. 
Por lo cual consideramos pertinente incluir una especi-

En todo, con referencia a la reorganización de los 

el Congreso haya logrado conciliar una redacción que 
respeta la titularidad de las entidades territoriales so-
bre los recursos del Sistema General de Participacio-
nes y su destinación a promoción y prevención y gastos 
no cubiertos por los subsidios a la demanda. En todo 

Constituyente ordenó para estos recursos, solicitamos 
respetuosamente que el SGP sea retirado de las fuentes 

-
dad. Desde la perspectiva de los gobiernos locales, no 

-
cionales con recursos locales, dado que la mayor capa-

nivel nacional.
Por otro lado, llamamos la atención sobre la inten-

ción de cobrar copagos por las prestaciones no inclui-

Es de recordar, que Colombia es uno de los países de 
América Latina con más alto “gasto de bolsillo” en sa-
lud. Lo que en últimas atenta contra la equidad del sis-
tema, pues proporcionalmente son los habitantes más 
pobres los que soportan mayor carga de este problema, 
con respecto a sus ingresos. Razón por la cual, en un 
plan de desarrollo enfocado en el cierre de brechas, se-
ría inconveniente incluir tal disposición. 

Con estas consideraciones proponemos respetuosa-

Artículo 66. Política de Atención Integral en 
Salud.

(...) 
El Ministerio de Salud y Protección So-

cial (MSPS) realizará la adaptación de esta política en 
los ámbitos territoriales con población dispersa, rural y 
urbana diferenciando a los municipios y distritos que 
tengan más de un millón de habitantes en los cuales se 
entenderá como municipio de residencia la localidad 
o comuna. Para zonas con población dispersa y rural, 
se podrá determinar la existencia de uno o varios ase-
guradores. Si se trata de un único asegurador, el MSPS 
establecerá las condiciones para su selección. 

Artículo 67. 

Seguridad Social en Salud (SGSSS). 
(...) 
Los recursos administrados por la Entidad harán 

unidad de caja, excepto los recursos de propiedad de las 
entidades territoriales , 
los cuales conservarán la titularidad territorial, su 

separada. La estructuración del presupuesto de gastos 
se hará por conceptos, dando prioridad al aseguramien-
to en salud. La presupuestación y contabilización de los 
recursos administrados no se hará por subcuentas. 

La Entidad tendrá domicilio en Bogotá, D. C., sus 
ingresos estarán conformados por los aportes del Pre-

sección presupuestal del Ministerio de Salud y Protec-
ción Social, los activos transferidos por la Nación y por 
otras entidades públicas del orden nacional y territorial 
y los demás ingresos que a cualquier título perciba. Los 
recursos recibidos en administración no harán parte del 
patrimonio de la Entidad. Los gastos requeridos para el 
desarrollo del objeto de la Entidad incluidos los costos 

 se 
-

fondos, excluidos los de propiedad de las entidades 
territoriales.

Son órganos de dirección y administración de la En-
tidad el Director General y la Junta Directiva. El Direc-
tor General será de dedicación exclusiva, de libre nom-
bramiento y remoción del Presidente de la República 
y actuará como representante legal; como tal, ejercerá 
las funciones que le correspondan y que le sean asigna-
das por el decreto de estructura de la Entidad. La Jun-
ta Directiva formulará los criterios generales para su 
adecuada administración y ejercerá las funciones que 
le señalen su propio reglamento. Estará integrada por 
siete (7) miembros así: el Ministro de Salud y Protec-
ción Social, quien la presidirá; el Ministro de Hacienda 
y Crédito Público, quien podrá delegar su participación 
en sus viceministros; el Director del Departamento Na-
cional de Planeación, quien podrá delegar su participa-
ción en sus subdirectores generales; dos (2) delegados 
del Presidente de la República; un (1) representante de 
los gobernadores y un (1) dos (2) representantes de los 
alcaldes de municipios y distritos uno de ellos capital, 
elegidos por las agremiaciones nacionales respec-
tivas los cuales serán elegidos de conformidad con el 
mecanismo que establezca el Gobierno nacional. 

Artículo 68. Recursos que administrará la Entidad 
administradora de los recursos del Sistema General 



GACETA DEL CONGRESO  322  Viernes, 22 de mayo de 2015 Página 21

de Seguridad Social en Salud. La entidad administrará 
los siguientes recursos: 

(...) 
m) Los copagos que por concepto de prestaciones 

Contributivo paguen los destinatarios de tales servicios. 
-

ministración de los recursos del sistema y sus exceden-
tes. Los rendimientos de las cuentas de las entidades 

-
pectivas cuentas. 

-
-

rritorio. 
Estos recursos se destinarán a: 
(...) 
a) El fortalecimiento -

ramiento de la accesibilidad de las comunidades a 
los servicios de salud de la Red Nacional de Urgencias. 
Este gasto se hará siempre y cuando en la respectiva 

aseguramiento en salud; 
(…)

entidades territoriales. 
Los recursos a que hace referencia este artículo 

harán unidad de caja en el fondo, excepto los recur-
sos propiedad de las entidades territoriales, los cuales 

en contabilidad separada dentro del fondo. En la estruc-
turación del presupuesto de gastos se dará prioridad al 
componente de aseguramiento en salud de la población 
del país 
necesaria para que el acceso a servicios básicos en el 

. 
Los artículos subsiguientes consignan la voluntad 

del Gobierno nacional de propender por avanzar en te-
mas álgidos para la equidad tales como la política de 
discapacidad, de atención a primera infancia, de pre-
vención de embarazo adolescente. Y aunque en todos 
estos temas los alcaldes y gobernadores son referencia-
dos como responsables y como aliados, en ninguno de 

harán realidad estas propuestas. Esperamos que a tra-
vés del honorable Congreso sea posible recordar que 
no es posible pretender construir soluciones efectivas 
en estos campos únicamente con base en asistencia téc-
nica ofrecida a las entidades territoriales. Las capacita-
ciones, las cartillas y los reportes distan enormemente 
del trabajo en campo que los equipos de trabajo locales 
deben operativizar y materializar para que estas políti-
cas sean efectivas. Y siendo el embarazo adolescente 
el problema de mayor complejidad dentro de los ano-
tados, nos permitimos proponer la siguiente redacción: 

Artículo 85. Estrategia para la prevención del em-
barazo en la adolescencia. El Gobierno nacional bajo 
la coordinación Instituto Colombiano de Bienestar Fa-
miliar y del Ministerio de Salud y Protección Social, en 
el marco de la Comisión Nacional Intersectorial para la 
Promoción y Garantía de los Derechos Sexuales y Re-
productivos, realizará asistencia técnica conjunta a los 
entes territoriales del país -
tos las iniciativas para que los alcaldes y gobernadores 

incluyan indicadores, políticas, programas y proyectos 
de derechos sexuales y reproductivos vinculados con la 
política de prevención del embarazo en la adolescencia 
en los respectivos planes de desarrollo. 

A continuación, el artículo 90 otorga al Gobierno 
nacional la facultad de tener iniciativa para formular y 
ejecutar actuaciones urbanas integrales, lo que resulta 
contrario a las disposiciones constitucionales en la ma-
teria, tal como se puede deducir de la lectura de la Sen-
tencia C-149 de 2010: 

-

-

-

-

De este modo, la concurrencia de compe-
tencias entre las autoridades de distinto orden territo-
rial en esta materia debe obedecer a criterios que no 
desconozcan el reducto mínimo de la autonomía, ni 
impliquen un vaciamiento de las competencias de los 
entes territoriales para la decisión de los asuntos que 
les conciernen. 

-

á

-

-

como ha ocu-
rrido con los distintos instrumentos de intervención 
que en materia de vivienda se han previsto en el país, 
los proyectos de vivienda de interés social adelantados 
por entidades del orden nacional, deben sujetarse a 
las disposiciones de los respectivos planes de ordena-
miento territorial y a las demás normas urbanísticas 
del municipio o distrito en el que hayan de desarro-
llarse.

La misma Sentencia recuerda que en el artículo 
8° de la Ley 388 de 1997 se dispone que 
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-

Adicionalmente, en el parágrafo de la misma disposi-
ción se establece que esa acción urbanística deberá es-
tar contenida o autorizada en los planes de ordenamien-
to territorial o en los instrumentos que los desarrollen 
o complementen. De manera pues que la ejecución de 
actuaciones urbanísticas son la herramienta por medio 
de la cual los municipios ejercen su competencia en 
materia de desarrollo urbano, y hacerlo así se enmarca 
dentro del núcleo inviolable de derechos de las entida-
des territoriales consagrados en el artículo 288 de la 
Constitución Política. 

Es consecuencia, pedimos respetuosamente al Ho-
norable Congreso de la República que el citado artícu-

para lo cual se propone la siguiente redacción: 
Artículo 90.  Se adiciona el 

parágrafo 2° del artículo 1112 de la Ley 388 de 1997, el 
cual quedará así: 

“Parágrafo 2°. El Gobierno nacional a través del Mi-
nisterio de Vivienda, Ciudad y Territorio, teniendo en 
cuenta el principio de autonomía territorial, también po-
drá tener la iniciativa para la promover ante la admi-

formulación 
y ejecución de las actuaciones urbanas integrales de que 
tratan los artículos 113 y 114 de la Ley 388 de 1997, y 

implementación de proyectos estratégicos de iniciativa 
de la Nación, que promuevan el desarrollo del Sistema 
de Ciudades y los corredores urbanos regionales. 

estudios técnicos que seguirán el procedimiento esta-
blecido en los artículos 24, 25 y 26 de la misma ley, 
y se constituirán en determinantes del ordenamiento 
territorial 
requeridas sean adoptadas por el respectivo conce-
jo municipal. El Gobierno nacional reglamentará los 
lineamientos generales para la formulación de estas ac-
tuaciones estratégicas con la participación de las dife-
rentes entidades nacionales, así como la coordinación 
público privada.

Seguridad, justicia y democracia 
Pareciera inexplicable, o cuando menos insólito, que 

las autoridades gubernamentales, la sociedad civil, la 
academia, los medios de comunicación concuerden con 

-
rá de manera efectiva en los territorios, y que estos no 
sean tenidos en cuenta dentro de la estructura de funcio-

más que como meros invitados. La participación de las 
entidades territoriales en esta instancia debe ser central, 
protagónica e indispensable, por lo que sugerimos res-
petuosamente a los honorables congresistas la siguiente 
redacción. 

Artículo 129. Consejo Interinstitucional del 
Posconflicto. 

(...) 
El Consejo estará integrado por el Ministro de Ha-

cienda y Crédito Público, el Ministro del Interior, el Mi-
nisterio de Defensa, el Ministro Consejero de Gobierno 
y Sector Privado, el Alto Comisionado para la Paz, el 
Director del Departamento Nacional de Planeación, el 

Director del Departamento para la Prosperidad Social, 

Humanos y Seguridad, quien lo presidirá y dos repre-
sentantes de los departamentos y cuatro represen-
tantes de los municipios y distritos, elegidos por sus 
respectivas agremiaciones. Podrán ser invitados otros 
miembros del Gobierno nacional y entidades territoria-
les, cuando así lo decida el Consejo. 

Buen Gobierno 
Los alcaldes y alcaldesas ven con mucha preocu-

pación la obligación de manejar todos los recursos del 
SGP a través de cuentas maestras. Con base en la expe-

se generan ganancias sustanciales en materia de trans-
parencia y rendición de cuentas a través de estos meca-
nismo, y por el contrario si aumenta exponencialmente 
el trámite de por sí engorroso y lento de la ejecución 
de los recursos y los pagos y giros a quienes legítima y 
legalmente han prestado un bien o servicio al munici-
pio. Esto resulta contrario al espíritu anti trámites que 
ha defendido el Congreso de la República en años re-
cientes y genera mayor carga administrativa a la ya so-
bredimensionada responsabilidad de los entes locales. 
Por tanto, pedimos respetuosamente que se elimine el 
artículo 142, que no cuenta con el criterio de consecu-
tividad requerido por mandato constitucional:

Artículo 142. Cuentas maestras. Los recursos del 
Sistema General de Participaciones se manejarán a tra-
vés de cuentas bancarias debidamente registradas que 
solo acepten operaciones de débitos por transferencia 
electrónica a aquellas cuentas bancarias que pertenecen 

-
malmente como receptores de estos recursos.

La apertura de las cuentas maestras por parte de las 
entidades territoriales se efectuará conforme la meto-
dología que para el efecto determine cada Ministerio 
Sectorial que gira los recursos.

Los saldos excedentes de estas cuentas se destinarán 
a los usos previstos legalmente para estos recursos en 
cada sector. En el caso de los excedentes del régimen 
subsidiado de salud del Sistema General de Participa-
ciones, podrán también ser utilizados, en su orden así: 
i) para el saneamiento de Empresas Sociales del Estado 
del nivel territorial mediante programas de saneamien-

-
cesos de liquidación de Empresas Sociales del Estado 
del nivel territorial involucradas en el programa de re-
organización y modernización de la red pública de las 
entidades territoriales; y ii) la modernización de la in-
fraestructura y dotación hospitalaria.

En relación al ejercicio de presupuesto por resulta-
dos, mismo que resulta indispensable para una adminis-
tración pública centrada en el ciudadano y en el cum-

que la iniciativa del Formulario Único Territorial ha 
sido una promesa de larga data, y a pesar de los avances 
que presenta en materia presupuestal, aún para 2015 los 
municipios deben cumplir con 248 reportes en un año, 
a distintas entidades, lo que es equivalente a un prome-
dio de 20 reportes mensuales, o en otras palabras uno 
por día hábil. Este hecho que se constituye en un ver-
dadero obstáculo para equipos de trabajo que cuentan 
a penas con dos s o tres personas por área de trabajo, 

Es por ello que para no recrudecer este complejo pa-
norama, sugerimos que el reporte de información para 
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el presupuesto por resultados de parte de las entidades 
territoriales se realice en el marco del Formulario Único 

mismo proyecto. 
Artículo 151. Orientación de la inversión a resul-

tados. 
(...) 

. Con el propósito de articular y consoli-

pública, las entidades territoriales, a más tardar el 1° de 
enero de 2017, deberán registrar la información de la 
inversión, conforme a los lineamientos que determine 
el Departamento Nacional de Planeación 

.
Las mismas consideraciones son pertinentes para el 

Portal Central de Transparencia Fiscal. 
Artículo Nuevo 243. Portal Central de Transpa-

rencia Fiscal (PCTF).
(...) 
La obligación de suministro de la información cobra-

rá vigencia seis (6) meses después de la reglamentación 
para las entidades del Gobierno nacional, y doce (12) 
meses después para las entidades territoriales quienes 

Único Territorial.
Crecimiento verde 
La Federación Colombiana de Municipios aplaude 

y acompaña la iniciativa del Gobierno nacional de in-
troducir el crecimiento verde como una estrategia trans-
versal, de cara a la nueva agenda de desarrollo que em-
pieza a implementarse en el 2015 y que se orienta por el 
desarrollo sostenible. 

En este marco, fortalecer las medidas de protección 
sobre ecosistemas estratégicos como páramos y hume-
dales resulta de la mayor prioridad para que Colombia, 
como país en desarrollo altamente vulnerable al cam-

retos del cambio ambiental global. No obstante, los 
modelos de conservación tradicionales (aquellos que 
intentan conservar paisajes prístinos) parecen no ser 
los adecuados en territorios donde comunidades locales 
altamente vulnerables dependen para su supervivencia 
del acceso y uso a los recursos y servicios de tales eco-
sistemas. Encontrar el adecuado balance es justamen-
te el propósito del desarrollo sostenible. Por eso, en 
previendo la necesidad de generar nuevos modelos de 
habitabilidad, interacción y protección en los 20 millo-
nes de hectáreas que ocupan los 31.702 humedales co-
lombianos distribuidos en 1.124 municipios, y que los 
36 páramos ocupan a su vez tres millones de hectáreas 
más, consideramos pertinente poner a consideración del 
honorable Congreso de la República las siguientes mo-

Artículo 176. Protección de humedales. 
(...) 

localicen comunidades que tradicionalmente ha-

-

Ministerios de Agricultura, Comercio Industria y 
Turismo y Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
para generar alternativas que permitan a estos ha-
bitantes bien sea recibir compensaciones por la pro-

y amigables para el medio ambiente. 
Artículo 177. Protección y delimitación de páramos. 
(...) 

localicen comunidades que tradicionalmente ha-

-

Ministerios de Agricultura, Comercio Industria y 
Turismo y Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
para generar alternativas que permitan a estos ha-
bitantes bien sea recibir compensaciones por la pro-

y amigables para el medio ambiente.
Estrategia territorial 
La propuesta de un programa nacional de delegación 

de competencias diferenciadas es sin duda una apuesta 

favor de la profundización de la descentralización. Las-
timosamente circunscribirlo a los municipios con más 

Medellín, Barranquilla, Soledad, Bogotá, Cartagena, 
Cúcuta, Bucaramanga, Ibagué y Cali. Por el contrario, 
la OCDE, ONU-Hábitat y la Misión de Ciudades en-
contraron que 153 municipios del país hacen parte del 
Sistema de Ciudades, bien sea por ser aglomeraciones 
funciones, con más de cien mil habitantes, o con menos 
de esta población pero cumplir funciones de capital de-
partamental o de servicios subregionales (Documentos 
Conpes 3819). Estos municipios, son prometedores su-
jetos del programa de delegación de competencias por-
que tienen mayores capacidades institucionales, poten-

en la reducción de la pobreza. Lo que necesitan es más 
autonomía, razón por la cual sugerimos respetuosamen-
te incorporarlas mediante la siguiente redacción: 

Artículo 184. Programa Nacional de Delegación 
de Competencias Diferenciadas. 

(...) 
 Serán susceptibles de delegación, 

conforme a la normatividad vigente, aquellas compe-
tencias y funciones de nivel nacional en políticas y es-
trategias con impacto territorial tendientes al cierre de 
brechas socioeconómicas, intra e interregionales que 
promuevan la convergencia regional, como aquellas 
dirigidas a promover el desarrollo productivo, la com-
petitividad e infraestructura física y social, la genera-

-
rial, incluida la formación, actualización, conservación 
catastral e implementación de catastros multipropósito 
descentralizados; de que trata la presente ley, en muni-
cipios, distritos y áreas metropolitanas pertenecientes 

 
con población superior a 500.000 habitantes.

En todo caso, la duración de una 
competencia delegada no podrá ser de menos de 4 
años ni exceder de 4 años 10 años, salvo que, previa 
la evaluación del cumplimiento de los requisitos para 
su ejecución, el Gobierno nacional determinará si de-
termine que la delegación de la respectiva competencia 
podrá efectuarse de manera permanente. En este even-
to, el Gobierno nacional presentará a consideración del 
Congreso de la República un proyecto de ley, en el cual 
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se determinarán las condiciones para la transferencia 
de la competencia, incluyendo los recursos técnicos y 

-
diciones de ejercicio, los niveles de cobertura, calidad 
y continuidad de los servicios públicos asociados a la 

-
ción de la misma en el evento en que no se cumplan 
tales requisitos. 

Frente al desarrollo de autoridades regionales de 
transporte, si bien las mismas resultan pertinentes jus-

es inaceptable, en un Estado con autonomía de sus en-
tidades territoriales, que la conformación de instancias 
supraterritoriales quede supeditada a la iniciativa del 
Gobierno nacional. El papel de la instancia nacional 
debe ser de acompañamiento y apoyo, razón por la que 

Artículo 187. Autoridades regionales de transpor-
te  El Gobierno Nacional, a solicitud de las entidades 
territoriales, podrán crear y fortalecer Autoridades Re-
gionales de Transporte en las aglomeraciones urbanas o 
en aquellos municipios cuya movilidad urbana se desa-
rrolle más allá de sus propios límites jurisdiccionales. 
Para tal efecto, las entidades territoriales interesadas 
deberán constituir previamente esquemas asociativos 
territoriales, en concordancia con el artículo 10 de la 
Ley 1454 de 2011. La Autoridad Regional de Transpor-
te, será la encargada de regular el servicio de transporte 
público de pasajeros, otorgar permisos y habilitacio-
nes, integrar operacional y tarifariamente los diferentes 
modos y modalidades, y garantizar la articulación de 
planes, programas y proyectos contenidos en los Pla-
nes Maestros de Movilidad de cada uno de los muni-
cipios, así como los incluidos en sus instrumentos de 

la movilidad y el transporte, de acuerdo con los linea-
mientos del Ministerio de Trasporte. 

(...) 
Con respecto a la propuesta del alumbrado público, 

compartimos la visión según la cual el servicio es esen-
cial y fundamental para el desarrollo y la seguridad ciu-
dadana, por ello es esencial no afectar la estructura de 
ingresos tributarios del servicio. Sin embargo, crear una 
nueva regla de imposición sobre la propiedad presenta 

de los municipios no cuentan con la infraestructura que 
permita generar una dinámica de cobro tributario pa-

este, aumentado la carga impositiva y por ende el valor 
a cargo de los contribuyentes propietarios. El hecho de 
que sea la base gravable la medida de la imposición a 
cada contribuyente, va a crear un impacto sobre el difí-
cil recaudo del impuesto predial, pues recaerá sobre el 
mismo hecho económico y de gestión tributaria. No tie-
nen las autoridades tributarias municipales la capacidad 
complementaria para provocar un cobro diferido men-
sual independiente del predial, y en todo caso, tendría 
de forma autónoma muy bajos porcentajes de recaudo. 

Por esta vía el ingreso por la contribución predial de 
alumbrado de manera autónoma seguramente no cubri-
ría los costos de prestación que mes a mes se causan, 

costos de prestación a nuestro cargo, como lo son la 
energía eléctrica con el sector eléctrico colombiano y la 
inversión, administración, operación y mantenimiento 
a nuestro cargo. 

La norma propone que este cobro se incluya en las 
facturas de servicios públicos, pero ello también resulta 
de imposible aplicación, pues la arquitectura informa-
tiva de los titulares dé predios no tiene relación alguna 
con los catastros de usuarios del sector energético, en 
donde no importa quien tiene titularidad de los mismos 
para facturarle la energía consumida. 

Por lo anterior, ponemos a consideración del hono-
rable Congreso la siguiente propuesta. 

Artículo 195. Alumbrado Público. 
Es un servicio público esencial, regido por los 

artículos 56 y 365 de la Constitución Política. El Gobierno 
nacional, a través del Ministerio de Minas y Energía, 
reglamentará su prestación para que se asegure por parte 
de autoridades municipales y distritales lo siguiente: 

(...) 
Los costos y gastos de-todas las actividades asocia-

das a la prestación del servicio de alumbrado público a 
cargo del municipio o distrito, serán recuperados con 

municipales y distritales con base en las leyes 97 de 
, a través 

de los municipios o distritos y el cual tendrá carácter 
. 

Serán sujetos pasivos de la contribución del servicio 
de alumbrado público quienes realicen consumo de 

 los propietarios de los predios y de-
más sujetos pasivos del impuesto predial que se encuen-
tren dentro de la jurisdicción del respectivo municipio 
o distrito, teniendo en cuenta los criterios de equidad y 
progresividad. Las bases gravables se estructurarán 

-

tributaria. 
-

blezca la distribución del monto a recuperar entre los 
contribuyentes, por parte ele los concejos municipales 
o distritales, se deberá tener en cuenta la reglamenta-
ción y metodología para calcular los costos de presta-
ción del servicio de alumbrado público que expida el 
Ministerio de Minas y Energía o a la autoridad que este 
delegue. En todo caso, la contribución que pague cada 
contribuyente deberá establecerse como proporción del 
valor catastral del respectivo predio, teniendo en cuenta 

procedimientos de recaudo, y este podrá realizarse, en-
tre otros, a través de la facturación propia del municipio 
o distrito, o de las empresas de servicios públicos domi-
ciliarios de su jurisdicción. En todo caso, si la factura-
ción de la contribución se realiza a través de un tercero, 
este deberá ser remunerado por dicho servicio.

-

tributo
(...) 
Retomando las observaciones sobre la política de 

explotación del subsuelo, la Federación considera que 
el artículo 196 no cumple con las disposiciones de la 
Sentencia C-123 de 2014, en la que la Corte Constitu-
cional ordena que autoridades nacionales y territoriales 
lleguen a una concertación para decidir sobre las ac-
tividades de exploración y explotación del subsuelo, 
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dada la afectación que ello tiene sobre el ordenamiento 
del suelo. Concertar no es solicitar, ni esperar a que el 
Gobierno Nacional decida, el verbo necesariamente im-

de mejor forma en la siguiente redacción propuesta res-
petuosamente: 

Artículo 196. Acuerdos con entidades territoria-
les. El Gobierno nacional establecerá consultará con 
los departamentos y los municipios el procedimiento 
para que las entidades territoriales puedan proponer al 
y el Ministerio de Minas y Energía acuerden la adop-

, con fundamento en estudios técnicos, socia-
les y ambientales; medidas de protección del ambiente 
sano, las cuencas hídricas, el desarrollo económico, so-
cial, cultural de sus comunidades y la salubridad de la 
población, frente a las posibles afectaciones que pueden 
derivarse de la actividad minera. 

Los estudios 
 antes referidos podrán basarse en los 

realizados para fundamentar la expedición de los Pla-
nes de Ordenamiento Territorial, Esquemas de Ordena-
miento Territorial o en los estudios que hayan sido ela-
borados por las Corporaciones Autónomas Regionales 
en el ejercicio de sus funciones. 

Con referencia a los avances en materia de accesi-
bilidad y conectividad a la tecnología, son de aplaudir 
los logros que nos han llevado a conectar 1.078 muni-

puedan hacer uso efectivo y provechoso de Internet y 
de la telefonía móvil, también es indispensable avanzar 
de manera decidida en el despliegue de infraestructu-
ra. La Federación es una abanderada de la importan-
cia que ello tiene para el país y por eso promueve un 

las comunidades que se generan por la localización de 
tales dispositivos deben ser mediados y solucionados 
por los alcaldes y alcaldesas. No es por la fuerza del 
silencio administrativo positivo que el país logrará que 
las poblaciones apartadas o vulnerables entiendan la 

-
tenas cercanas, sino por la vía de la concertación y el 
diálogo local. Por ello consideramos pertinente la si-
guiente sugerencia: 

Artículo 197. Acceso a las TIC y despliegue de in-
fraestructura. 

(…) 
Cualquier autoridad territorial o cualquier persona 

podrán comunicarle a la Comisión de Regulación de 
Comunicaciones (CRC) la persistencia de alguno de 
estos obstáculos. Recibida la comunicación, la CRC 
deberá constatar la existencia de barreras, prohibicio-
nes o restricciones que transitoria o permanentemente 
obstruyan el despliegue de infraestructura en un área 
determinada de la respectiva entidad territorial. Una 
vez efectuada la constatación por parte de la CRC y en 
un término no mayor de quince (15) días, esta emitirá 
un concepto, en el cual informará a las autoridades te-
rritoriales las alternativas de acompañamiento dispo-
nibles para superar tales obstáculos responsables la 
necesidad de garantizar el despliegue de infraestructura 
de telecomunicaciones para la realización de los dere-
chos constitucionales en los términos del primer inciso 
del presente artículo. 

 A partir de la radicación de la solici-
tud de licencia para la construcción, instalación, modi-

prestación de servicios de telecomunicaciones, la auto-

ridad competente para decidir tendrá un plazo de dos 
(2) meses para el otorgamiento o no de dicho permiso. 

-
sión que resuelva la petición, se entenderá concedida la 
licencia en favor del peticionario en los términos solici-
tados en razón a que ha operado el silencio administra-
tivo positivo, salvo en los casos señalados por la Corte 
Constitucional. Dentro de las setenta y dos (72) horas 
siguientes al vencimiento del término de los (2) meses, 
la autoridad competente para la ordenación del terri-
torio, deberá reconocer al peticionario los efectos del 
silencio administrativo positivo, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad patrimonial y disciplinaria que tal absten-
ción genere para el funcionario encargado de resolver. 

Una de las propuestas más riesgosas para la descen-
tralización contenida en este proyecto de ley de plan 
de desarrollo es la contenida en el artículo 200, por el 
cual la Nación tendría iniciativa para presentar proyec-
tos de inversión ante los órganos colegiados del sistema 
general de regalías. La promesa hecha a los actuales 
mandatarios locales y seccionales de ser “los alcaldes y 
gobernadores que más recursos manejarían en la histo-
ria”, quedó aplazada por cuenta de dos años de montaje 
y aprendizaje del Sistema, y por un último año comple-
tamente ensombrecido por la ejecución retrasada y la 
destorcida de los mercados internacionales, no solo del 
petróleo, sino de los principales comodities del subsue-
lo de los que depende Colombia. 

De manera que de las optimistas estimaciones del 
Ministerio de Hacienda que en 2011 ponía como monto 
mínimo 10 billones de pesos en regalías anuales, y en 
aumento, en la actualidad presenciamos un preocupante 
monto de 8,7 promedio anual y con perspectivas de no 
mejorar mucho, dados los cambios en las políticas de 
producción petrolera de Estados Unidos y la posición 
de la OPEP. 

-
marle la competencia del Gobierno nacional por ac-
ceder también a recursos del SGR? Cuando se trami-
tó el Acto Legislativo número 04 de 2011, el entonces 

no serían centralizadas. Pero facultar al Gobierno para 
presentar proyectos por su iniciativa constituye justa-
mente un paso más hacia el menoscabo de la autonomía 

ello, que los mandatarios y mandatarias locales apelan a 
sus representantes en el Congreso de la República para 
pedir respetuosamente que se elimine el artículo 200. 

Artículo 200. Presentación de proyectos en bene-
 El Gobierno nacional a través del 

Departamento Nacional de Planeación podrá presentar 
a los Órganos Colegiados de Administración y Decisión 

del desarrollo de las regiones en los que concurran dis-

cargo a las asignaciones de los fondos de desarrollo re-
gional y de compensación regional del Sistema General 
de Regalías. Estos proyectos en todos los casos debe-
rán cumplir con los criterios de selección, evaluación, 
viabilidad, priorización y aprobación que establezca el 
sistema de evaluación basada en puntajes de que trata el 
artículo 40 de la Ley 1744 de 2014. 

del artículo 67 del presente proyecto, en donde se in-
cluirían los gastos de recaudo y administración del sis-
tema para el régimen de seguridad social en salud, se 
propone eliminar el artículo 220.
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Artículo 220. Regulación de los costos de adminis-
tración de información. Con base en estudios técnicos 

de recaudo del Sistema General de Seguridad Social, 
incluyendo la remuneración de la cotización mensual 

Social. Para tal efecto, quien se encuentre prestando los 
servicios relacionados con los procesos de recaudo de 
aportes deberá remitir la información de estructura de 
costos que soporta esta actividad, en las condiciones 

Finalmente, llama la atención la disposición referi-
da a la intrusión en competencias nacionales por parte 
de las entidades territoriales, cuando lo que ha tutelado 
la Corte Constitucional es lo contrario. Por ello, y en 
armonía con un Estado que busca la adecuada coordi-
nación en lugar del choque entre niveles de gobierno, 
proponemos respetuosamente la siguiente redacción 

Artículo 235. Aclaración de competencias. En 
aquellos casos en que -
cias entre los Planes de Ordenamiento Territorial 
(POT) contengan y disposiciones sobre materias cuya 
reglamentación sea competencia de la Nación, que im-
pidan la ejecución de los planes y programas de inte-
rés nacional establecidos en la presente ley so en los 

planes municipales y departamentales de desarro-
llo, cualquiera de las entidades involucradas la en-
tidad nacional cabeza del sector correspondiente podrá 

conformidad con el Código de Procedimiento Admi-

que se decida quién es competente para reglamentar el 
respectivo asunto. En el evento de que el Consejo de 
Estado conceptúe que las competencias de la Nación 
fueron invadidas, las autoridades territoriales deberán 
aplicar las normas de carácter nacional vigentes sobre 
la materia. 

Agradecemos el buen trámite que se le dé a esta ini-
ciativa y esperamos que nuestros comentarios sean bien 
recibidos para el desarrollo de la misma. 

Cordialmente,

C A R T A   D E   C O M E N T A R I O S

CARTA DE COMENTARIOS DEL MINISTERIO  
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 221 DE 2015  

CÁMARA
-

1.1.
Bogotá, D. C.
Doctor 
JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
Secretario General 
Cámara de Representante
Ciudad 
Asunto: Comentarios al Proyecto de ley número 

221 de 2015 Cámara, 

Respetado Secretario: 
En primer lugar, es pertinente señalar que la realiza-

ley dependerá de la priorización que de los mismos rea-
lice cada una de las entidades o sectores involucrados, 
atendiendo la disponibilidad de recursos que se apro-
pien en el Presupuesto General de la Nación para cada 

autonomía presupuestal consagrado en el artículo 110 
del Estatuto Orgánico del Presupuesto (Decreto número 
111 de 1996) que al respecto establece: 

-

-

-

-

Las personas jurídicas de derecho público, tienen 
esa capacidad de comprometer y ordenar el gasto en 
desarrollo de sus apropiaciones, lo que constituye la au-

Política y la ley.
Sobre la ejecución del presupuesto y la ordenación 

del gasto, la Corte Constitucional, ha manifestado:1 

Por tanto, el artículo 110 del Estatuto Orgánico del 
Presupuesto otorgó a los órganos públicos que son sec-
ciones presupuestales, y a los que tienen personería 
jurídica, la facultad de comprometer los recursos y or-
denar el gasto, dentro de los límites establecidos por la 
Constitución Política y la ley, lo cual precisa que es el 
ordenador del gasto quien ejecuta los recursos apropia-
dos en la respectiva sección presupuestal. 
1 Sentencia C-101 de 1996, M. P. Eduardo Cifuentes Mu-

ñoz. 



GACETA DEL CONGRESO  322  Viernes, 22 de mayo de 2015 Página 27

Así, correspondería a la entidad competente en el 
marco de su autonomía priorizar los recursos aprobados 
en la Ley Anual de Presupuesto para atender las nece-

Aunado a lo anterior, resulta conveniente advertir 
que si bien el Congreso de la República tiene la facul-
tad de autorizar gasto público, es el Gobierno nacional 

establecido en el Plan Nacional de Desarrollo, qué par-
tidas se deben incluir en el Presupuesto General de la 
Nación. Así lo ha entendido la Corte Constitucional, y 
lo ha reiterado en varias providencias. En efecto, en la 
Sentencia C-1250 de 2001, M. P. Manuel José Cepeda 
Espinosa, sostuvo lo siguiente: 

-

-
-
-

la cual tales gastos podrán ser incorporados en una ley 
de presupuesto si así lo propone luego el Gobierno

-

-

-

-

-
-

-

(subrayas y negrillas propias).
Asimismo, ha establecido ese Alto Tribunal que 

1 [1] El artículo 154 de la Constitución señala: “Las leyes 
pueden tener origen en cualquiera de las Cámaras a pro-
puesta de sus respectivos miembros, del Gobierno nacio-
nal, de las entidades señaladas en el artículo 156, o por 
iniciativa popular en los casos previstos en la Constitu-
ción. No obstante, solo podrán ser dictadas o reformadas 

los numerales 3, 7, 9, 11 y 22 y los literales a), b) y e), 
del numeral 19 del artículo 150; las que ordenen parti-
cipaciones en las rentas nacionales o transferencias de 
las mismas; las que autoricen aportes o suscripciones del 
Estado a empresas industriales o comerciales y las que 
decreten exenciones de impuestos, contribuciones o ta-
sas nacionales. (Cita dentro de la sentencia).

-

pero que ellas en sí mismas no pueden constituir ór-
denes para llevar a cabo tal inclusión, sino autoriza-
ciones para ello2[2] y que 

igualmente corresponde 
al Gobierno decidir libremente qué gastos ordenados 
por las leyes se incluyen en el respectivo proyecto de 
presupuesto . (Subrayas y ne-
grillas propias).

Por último y teniendo en cuenta lo manifestado 
sobre la autonomía de la Rama Ejecutiva en la elabo-
ración del Presupuesto General de la Nación y en la 
ordenación del gasto, los gastos que guarden relación 
con el homenaje memoria del periodista Enrique San-
tos Castillo, solo se incorporarán en la medida que sean 
priorizados por la entidad competente. 

De acuerdo con lo expuesto, el Ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público solicita se tengan en cuenta 
las anteriores consideraciones durante el trámite de la 
presente iniciativa, no sin antes manifestar nuestra vo-
luntad de colaborar con la actividad legislativa en los 

Cordialmente, 

2 [2] Corte Constitucional. Sentencia C-197 de 2001. M. P. 
Rodrigo Escobar Gil.

3 [3] Corte Constitucional. Sentencia C-157 de 1988.
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